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Licenciado
Ca os Manuel Castro Monroy
lefe de Ia Unidad de Asesorfa de Tesis
Facultad de Ciencias turídicas y Sociales
Universidad de san ca¡los de cuatemala
Ciudad Universitaria

Estimado Licenciado:

De acuerdo con el nombramiento emitido mediante proüdencia emanada por dicha
unidad a su cargo el dia veintisiete de octubre del año dos mil once¡ en el que se me
designa como asesor del babajo de tesis de la estudiaDte: EVA GüADALUPE ARnJOI,A
GONZALEZ, cuyo tema se intitula: "l,A RESPONSABILIDAD PENAI D[ LAS PERSONAS
CON INMUNTDAD DIPLOüTITICA f,N GUATEMALA".
Habiendo asesorado dicho trabaio de tesis, procedo a emitir el siguiente:

DICTAIUFIT

a) Del contenido científico y técnico de la tesis: Se ¡eüsó que Ia estudiante realizára u¡a
investigación clara, objetiva y actualizada sobre el tema, siendo en consecuencia que el
co¡teddo 6nal de la tesis es de carácter técnico y científico, ya que aba¡ca las etapas del
conocimiento científico, habié¡dose aprovechado el análisis, la síntesis y la deducción en

cuanto al tema objeto de investigación, Io cual quiere decir que contiene las ope¡acio¡es
lógicás en lo general.

b) Metodología y Técnicas de investigacióD: EI tema ¡elacionado se desarrolló con ur¡a
metodologle bas:da en los métodos histórico, deductivo, inductivo, analítico, sintético y
científico, asl como les técnicas adecuadas para resolverel problema planteado, con lo cual
se comprueba lá hipótesis conforme la proyección cientínca de la investigeción y según mi
opinión fi¡eron aplicados adecuada y satisfactoriamente.

c) Redacción: Luego de varias sesiones en las cuales he guiado personalmente a la
sustentante durante todas las etapas del proceso de investigación, al revisar el documento
final se le corrigieron algunas cuestiones g¡amaticales y de redácción, en cuanto a su
contenido se propuso a la estudiante cambiar Ia cantidad de capítulos y el o¡den de los
mismos, toda vez que a mi critedo el coütenido debía teoer una relación entre ellos para
una mejor comprensió¡,

dl Contribución Cientlfica: El aporte ci€ntífico del trabajo de tesis se aprecia al momento
de estáblecer los mecanismos legales que el Estado de cuatemala debe aplicar pa¡a
sustraer la rnmunidad diplomática a las personas que gozan de tal preraogativa pe¡o que

abusan de la misma, incu¡rierdo incluso en la comisión de illcitos penales, a efecto de que

tales actos no queden en la impunidad.
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e) Conclusiones y Recomendaciones: Las conclusiones y recomendaciones son

congruentes con el contenido del trabaio de tesis.

0 Bibliografia: Respecto ál orden cronológico del contenido de Ia investigación, con la
presedte esesoría brindade,la bibliografia que se consultó es la correcta y adecuada.

E¡ relación al tema investigado, se le realizaron los comentários, aecomendacioiies y
correcciones necesarias de confomidad con el Artículo 32 del Normativo pára la

Elaboración de Tesis de Licenciátura en Ciencias lurídicas y Sociales y del Examen General

Público.

En ürtud que el trabaio de tesis €n cuestión, reúne los requisitos legales establecidos, en

mi calidad de asesor procedo a emitir DIcTA"trtEN FAVoRABLE

Atentamente,

c¡stellanos Venegas
Asesor de Tesis
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L¡cenc¡ado
Lu¡s Ef.ain Guzmán Morales
Jefe de la Unidad de Aseooría de Tesis
Facultad de C¡oncias Juríd¡cas y Soc¡ales
Uníversidad de Sao Carlos de Guatemala
Presente.

Licenc¡ado Guzmán:

En cumpl¡miento con el nombramienlo emitido mediante emanada por
dicha un¡dad a su cargo el dfa veinticuatro de tebrefo de dos mil doc€, ori ol que se me
des¡gna como revisor del llabajo de tesis de h estud¡ante: EVA GUADALUPE
ARRIOLA GONZALEZ, OI CUAI SE dENOM¡NA: "LA RESPONSABILIDAD PENAL OE
LAs pERsoNAs coN tNfÍuNtDAD Dtplo ArcA EN GUATEfrtaLA".

Referente al tema inv6t¡gado, procedí a ¡ealizar las @reccionea, comentarios,
recomendac¡ones y sugerencias neceaarias, de confo¡m¡dad con el Arifculo 32 del
No¡mat¡vo para la Elaborac¡ón de Tesis de L¡cenc¡atura e¡ Cienc¡as Jurldicas y
Soc¡ales y del Examen General Público. Po¡ lo anieriomente expuesto, me pemito
infomaa lo s¡gu¡ente:

0
sts

La estudiante realiá una investigac¡ón actualizada sob.e el tema, s¡endo en
@ns€cuencia el contenido claro y obietivo asl como de carácter científ¡co y
técn¡co, ya que abarca las etapas del conoc¡mienlo cientffico.
En la presente invgst¡gación se util¡zaron los máodos h¡slor¡co, deduct¡vo,
induct¡vo, analftico, s¡ntético y científ¡co, asl como ias técn¡cas adecuadas para
resolve¡ el problema planteado, con lo cual se comp¡üeba la hipótesis
conforme la proyección cient¡fica de la invest¡gación y según mi op¡n¡ón fueron
apl¡cados adecuada y satisfactoriamente.
A la estudiante se le corrigie¡on algunos aspectos como gramát¡ca y redacc¡ón
para que €l trabajo de tesis sea claro y entendible.
El aporte c¡entífico consist¡ó en determ¡nar los mecanismoa legales que el
Estado guatemalteco puede aplícar para reürar la inmunidad diplofiá¡ca a tas
perconas que abuaan de tal prenogat¡va, clmeten aclos ilfc¡tos o que se
¡nmiscuyen en los asuntos de Estado; pgra poder ¡niciar la persecución pgnal
conespondiente.
Las conclus¡ones y recomendaciones son congrueries con el conten¡do del
lrabajo de t$is.
La b¡bl¡og¡afla que sé ut¡l¡zó tue la adecuada para la elaboración del treb4o de
tesis.

El trab4o de tes¡s en cuest¡ón, reúne ¡os requisitos legales establec¡dos, razón por la
cual, emilo DICTAfüEN FAVORABLE, recomendando que el mismo continúe el
trámite conespondie¡te, para su posterior evaluac¡ón por el Tr¡bunal Exam¡nador en el

L
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Examen Público de Tesis, previo a optar al grado académico de Licenciada en

Ciencias Jurídicas y Sociales.

Atentamenle,

Revisor de Tesis
Colegiado 6220

8d{rt A¡!¡¡do C¡slillo Al¡l¡
Abogldo y No€rio
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ffiINTRODUCCIóN

La presente tesis contiene un tema ¡mportante para las ciencias jurídicas y sociales,

toda vez que, los tratados y convenios ¡nternacionales suscritos y ratificados por

Guatemala, así como varios de los estatutos de la Organización de las Naciones

Unidas -ONU- reconocen, otorgan y protegen la inmun¡dad diplomática de personas

que llenan ciertas característ¡cas. Esta tiene por objeto evitar persecuc¡ones politicas,

abusos de autoridad y sobretodo, permitir al agente con ¡nmunidad, poder real¡zar sus

funciones de manera ¡ndepend¡ente y libre de cualquier coacción que el Estado

receptor pueda imPonerle.

Por lo general esta inmunidad es otorgada a agentes diplomáticos, y en algunas

oc€¡s¡ones, a perslonas de ent¡dades extranjeras o ¡ntemacionales que ejercen una

labor especlfica, por ejemplo: el Comisionado de la Comisión lnternacional mntra la

lmpun¡dad en Guatemala -ClClG-. Siendo entonces, un mecan¡smo de protecc¡ón para

los agentes inte¡nacionales, pero también es, para ellos, una pesada responsabilidad

que deben guardar. En los casos en que una persona que tiene ¡nmun¡dad diplomát¡ca,

del¡nque --contrario a la creenc¡a popular- puede retirarse tal prerrogat¡va a los

infractores; es más, la ONU tiene la facuttad y el deber de ret¡rar esa ¡nmun¡dad.

La nomativa aplicable deja claro los s¡gu¡entes aspectos: a) Puede renunc¡arse a la

inmun¡dad d¡plomát¡ca; b) Las personas con inmun¡dad deben respetar las leyes y

reglamentos del Estado receptor; c) Las personas con inmunidad están obligadas a no

¡nm¡scu¡rse en los asuntos internos del Estado receptor; d) Las inmun¡dades no se

otorgan en provecho de los propios indiv¡duos; e) Las Naciones Unidas deben cooperar

siempre con las autoridades competenbs para facilitar la administración adecuada de

justicia, velar por el cumpl¡m¡ento de Ias ordenanzas de policía y ev¡tar gue ocurran

abusos en relación con las ¡nmun¡dades.

(i)



lmplícitamente se entiende que la inmunidad d¡plomát¡ca no debe ser un elemento para

cometer abusos o actos ¡llcitos dentro del fuero del Estado receptor, a efecto de

converlir la inmunidad en ¡mpunidad.

La tesis como objetivo princ¡pal, tuvo: determ¡nar los mecanismos legales establec¡dos

que puede invocar el Estado guatemalteco para ret¡rar la inmunidad diplomática a las

personas que abusan de tal prerogativa, a efecto de habilitar la posibil¡dad de una

persecuc¡ón penal en contra de los agentes diplomát¡cos y similares que cometen

abusos de poder, actos ¡lfcitos o ¡nterf¡eren en asuntos de Estado.

La hipótesis planteada en la presente investigación es la srguiente: el Estado de

Guatemala debe aplicar los mecanismos legales establecidos para retirar la inmun¡dad

d¡plomática a las personas que abusan de dicha inmunidad, cometen actos ¡lfcitos o se

inmiscuyen en asuntos de Estado; gestionando y exigiendo ante las ent¡dades

intemac¡onales y extranjeras, para que la inmun¡dad de los infractores sea sustraída

(renuncia), en cumplim¡ento del deber de colaborac¡ón establecido en las convenciones

y tratados ¡nternac¡onales, a efeclo de que nuestro Estado soberano tenga la

posib¡l¡dad y viab¡l¡dad legal de pe¡seguir penalmente a los infractores que gozan de

¡nmunidad d¡plomát¡ca, con la f¡nalidad de enadicar la impun¡dad generada po¡ tal

prerrogativa.

La tesis se divid¡ó en cuatro capítulos; el primer capltulo trata lo relativo a la

responsabilidad penal; en el segundo capftulo se desarolla un análisis de la

aesponsabilidad penal de las perso¡as con ¡nmu¡dad d¡plomát¡ca o consular; el tercer

capitulo contiene un análisis de la naturaleza jurídica y lfmites de la inmunidad

diplomática; y en el cuarto capítulo se realiza un análisis de la inmun¡dad diplomát¡ca

como fuente de impunidad. Los capitulos mencionados se complementan con las

conclusiones y recomendac¡ones de la investigación.

(i¡)



ffi
AI finalde la tes¡s se presentan los anexos de la misma; debe Íesaltarse principalmente

el anexo número uno que cont¡ene un caso concreto, actual y nac¡onal respeclo a

cuándo la inmunidad diplomática puede convert¡Íse en impunidad para la just¡cia penal

guatemalteca.

En la presente investigac¡ón se emplearon los métodos histórico, deductivo, inductivo,

analitico, sintét¡co y científico as¡ como las técnicas de investigación indirectas,

documental y bibl¡ográfica. Lo cual pem¡t¡ó abordar los lím¡tes y alcances de la

inmunidad diplomática; las conductas que signitican un abuso a ese t¡po de inmunidad;

y la forma de interpretar la normat¡va aplicable. Con la pretensión de contar con un

antecedente documental de carácter científ¡co que pueda ser abordado como texto de

consutta a@rca de un tema sobfe el cual pocos se han expresado en Guatemala.

(¡i¡)
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CAPíTULo r

'1. La rssponsabilidad p€nal

Según el autor Muñoz Conde, responsab¡lidad penal es: "la consecuencia jurídica

cuando existe una v¡olación de la ley, realizada por un suieto imputable o in¡mputable

que lleva a término actos previstos como ilfcitos, les¡onando o poniendo en pel¡gro un

bien material o la ¡ntegridad física de las personas. En Derecho sign¡f¡ca la sujec¡ón de

una persona que vulnera un deber de mnducta ¡mpuesto por el Derecho Penal al deber

de afrontar las consecuencias que impone la ley. Dichas mnsecuenc¡as se imponen a

la persona cuando se le encuentra culpable de haber cometido un delito como autor del

mismo, o de haber part¡cipado en éste".1

La responsabilidad penal la impone el Estado, y consiste en una pena que busca

castigar al delincuente e ¡ntentar su reinserción para evitar que vuelva a delinquir.

Sirva lo anterior de introducc¡ón para conocer la esencia fundamental del presente

capitulo, que pretende informar qué e3 la responsabilidad penal, sus causas,

consecuencias, elementos y formas de extinc¡ón. Lo anterior, porque es precisamente

de la responsabilidad penal de lo que la inmunidad d¡plomática o consular protege a las

personas con estas prerrogativas, creando en ciertos casos impunidad y abuso de

autoridad.

1 Muñoz Conde, Francisco. Manual de dorccho penal, pafe gonor¡t. Pág. 137.

1
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1.1. Defin¡ción de responsabil¡dad penal

La responsabilidad penal es def¡nida por Martínez R¡ncones como: "la consecuenc¡a

última del hecho del¡ct¡vo, en el sent¡do de ser la respuesta final ¡mpuesta por el

Estado, a través de la cual se considera al autor leg¡timo del del¡to como merecedor

definit¡vo de la sanción prevista en el tipo penal conespondiente".2

La expresión responsabilidád penal impl¡ca para el derecho penal como disc¡plina, una

interesante d¡scusión filosófica y ep¡stemologica. Según Sandoval Fernández, existen

algunos conceptos jurídicos básicos que deben d¡scutirse en materia de

responsabil¡dad penal: "la conducta antüurídica, la culpab¡l¡dad y la ¡mputabilidad'.3

La culpabilidad y la responsabilidad penal son con@ptos fnt¡mamente vinculados entre

sí, toda vez que la declaración de la responsabil¡dad penal del sujeto supone

prev¡amente el anális¡s de la culpabilidad como elemento del del¡to, lo cual signif¡ca

evaluar el n¡vel y t¡po de vinculación psicolog¡ca que ex¡ste entre el hecho y el sujeto

como su autor consciente y libre. De esta forma, Reyes Echandía def¡ne culpabilidad

como una "act¡tud consc¡ente de la voluntad que da lugar a un juicio de reproche en

cuanto el agente actúa en forma antiiuridica pudiendo y debiendo actuat

diversamente".4

: Martlnez Rincones, José Francisco La protorintonc¡ón y el d€recho penal. Pá9. 59.
'Sandoval Femández, Jaime. C.us.l€g dg ausonc¡a de resporcab¡lldad pen.l. Pá9.

' Reyes Echand{a, Alfonso. La ¡mput¡b¡l¡dad. Pág. 66.
14.
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Conducta antijurídica es aquella conducta que agrede y perturba los b¡enes jurldicos

proteg¡dos por el legislador causando daños y perju¡c¡os a la sociedad.

Por otra parte, la culpabilidad def¡nida como el reproche que se le hace al autor de un

deteminado hecho delict¡vo, puede expresarse fundamentalmente de dos formas

principales: el dolo y la culpa. La primera de ellas, el dolo, se define desde el punto de

vista penal como: "la realización consc¡ente e intencional de una conducta típica y

antijurídica".5

A diferencia del dolo, en la culpa no hay intenc¡ón, interv¡niendo otros elementos que

comprometen la culpabilidad de¡ autor de la conduota antiuridica. De esta mancra,

Reyes Echandía define la culpa como "reprochable aclitud consciente de la voluntad

que determ¡na la verificación de, un hecho tÍpico y antüuríd¡co por omis¡ón del deber de

cu¡dado que le era exigible al agente de acuerdo con sus condiciones personales y las

circunstancias en que actuó.É

Otro concepto fundamental en la detem¡nación de la responsabilidad penal es el de

imputab¡l¡dad. Según Frfas Caba'lero define la imputab¡l¡dad mmo: "elemento de la

culpabilidad se ref¡ere a una aptitud pérsonal para llevar adelante comportamientos de

manera libre y consciente en los que se incluyen los hechos del¡ct¡vos".?

: Reyes Echandla. Atfonso. Ob. Cit. Pág. 90.

: lbld. Pá9. 92.
' Frlas Caballero. Jorge. Capacidad de culpabllld.d ponal. Pá9.46



En este sentido, Agudelo Betancur define

valorar el comportamiento que se realiza y

legales'.8
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la imputab¡l¡dad como: "la capac¡dad de

de d¡rig¡r la conducta según las exigencias

No obstante, cuando se demuestra que el sujeto es incapaz para valorar la

trascendenc¡a del comportamiento realizado o para regular la conduc{a según las

exigencias del derecho debido a inmadurez psicológ¡ca o trastorno mental, se habla de

inimputabil¡dad.

De esta manera, cuando se verif¡ca que una persona es in¡mputable se le ex¡me de

responsabilidad penal sobre la conducta antijurídica, Así mismo, una persona puede

estar exenta de responsab¡lidad penal, entre otras razones, si se comprueba que la

causa del hecho impuiado es una situac¡ón fortuita o de fueza mayor, toda vez que era

absolutamente inevitable la producc¡ón del hecho, muy a pesar de las diligencias

desplegadas por el suleto en aras de que no aparezca.

1.2. Dol¡m¡tación de la rssponsabilidad penal

La expres¡ón responsabil¡dad tiene dist¡ntas acepciones por lo cual habrá de precisarse

sus alcances. Para el derecho penal, responsable quiere decir sancionable. A su vez,

se dice que la responsabil¡dad jurídica será de carácter penal cuando al autor de una

conducta contraria al ordenamiento jurfdico penal le es impuesta una sanción prescrita

por la ley penal.

3 Agudelo Eetancur, Nodier. Teola del deltto. Pág. 93.

4
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El profesor Alfonso Reyes había dicho que el término responsab¡lidad debla entenderse

como: 'sujeción del agente a las mnsecuenc¡as jurfdicas del hecho pun¡ble cometido'.e

Se eslima que la responsabilidad penal es el comprom¡so que le cabe al sujeto por la

real¡zación de un hecho punible.

Desde otra perspectiva se habla de la responsabilidad penal o punitiva de la agenc¡a

juríd¡ca, qu¡en debe evitar que se ejerza sobre la persona crim¡nalizada un poder

punitivo intolerablemente ¡rracional.

Para poder considerar a una persona responsable p€nalmente y, por consiguiente,

sometida a sanc¡ón penal, deberá cumpl¡rse con unas condiciones o presupuestos que

integran ese concepto de responsabil¡dad, los cuales presentan d¡ferencias según se

estime al suieto como imputable o inimputable.

No existen mayores discrepancias en el derecho penal para determinar cuáles son

esas condiciones que se requ¡eren para ser considerado responsable penalmente

cuando se trata de imputables. Se considera indispensable que med¡ante sentencia

def¡nitiva se constate la realizac¡ón de una conducta pun¡ble, esto es, una conducta

típica, antiiurídica y culpable. Asi, se estima que la pena es la consecuencia de la

responsabilidad penal de los imputables, cuando iud¡c¡almente se establece que se ha

cometido un hecho punible, tlpico, antijurídico y culpable.

e Reyes Echandla, Alfonso. Ob. Cit Pág.45.
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Sin embargo, en el derecho comparado se considera que además de estas condiciones

se requiere que la pena impuesta sea necesaria. Así entonces, por ejemplo, Rox¡n

opina que se trata de: "saber si el sujeto individual merece una pena por el injusto que

ha real¡zado. El presupuesto más ¡mportante de la responsab¡lidad, como es sab¡do, es

la culpab¡lidad del sujeto. Pero éste no es el único presupuesto sino que debe añadirse

además una necesidad preventiva de pena'.ro

Es importante la anterior consideración al provenir de un autor con todos los

pergaminG en el derecho penal alemán y de reconocim¡ento en el derecho

latinoamer¡cáno. S¡guiendo esa orientación, la necesidad de pen¿ debe entenderse

como una exigencia adicional a los elementos del hecho punible. Aunque no se

muestre receptivo al concepto de responsab¡lidad penal como ¡mposición de sanción,

est¡mamos entonces que, además de los requ¡sitos de la conducta punible, la pena

debe se¡ necesar¡a. Eljuez ha de emprender el anál¡s¡s particular para el caso concreto

que es sometido a su juzgam¡ento, sobre la nece3idad o no de la pena, habida

consideración de las f¡nalidades de la misma.

En síntes¡s, para hablarse de responsabilidad penal de los imputables se exige la

realización de una conducta típ¡ca, antiurídica y culpable, y además que la pena sea

necesat¡a de imponer, con cárácter prevent¡vo, con el fin de ev¡tar que se cometan las

conductas penalmente proh¡bidas.

10 Roxln, Claus. Derccho penal! paale ggneral, tomo t: fundamrntoa: la €6tructul? de la teorl¡ dal
delito. Pá9. 79.



En mater¡a de in¡mputables, en

nosotros de la escuela clásica, un sector de la doctr¡na y la jurisprudenc¡a llegó a

estimar que éstos no podían ser responsables penalmente, aunque cur¡osamente

aceptaban que les ¡mpusieran sanc¡ones penales, medidas de seguridad, med¡das

reeducativas. Sin embargo, era mayoritar¡a la op¡nión que los consideraba

resPonsables.

En la actual¡dad, no ex¡ste duda alguna de que ésta se predica tanto de los sujetos

¡mputables como de los sujetos ¡nimpuiables.

Las condic¡ones ex¡gidas para ser considerado responsable penalmente si se es

¡n¡mputable varían en relac¡ón con el imputable. Será ¡mprescindible que realicen una

conducta típica, antijurídica, no exige la culpabilidad; además que no exista en su favor

causales de ausencia de responsabilidad penal. En estas últimas parecería que la

expresión legal se ref¡ere a las causales de inculpabilidad, pues las que tienen su base

en el in¡usto se sobreent¡ende que si están presentes vuelven inexistente, atfp¡ca o

juslif¡cada la conducta, y obviamente ya no será tal, ni típica, ni antiiuríd¡ca.

No signif¡ca ello que no deba estudiárseles

conducta, atip¡c¡dad o justif¡cación, sino que

típica y antijurldica; por consiguiente, ya se

pertinente, no resultan apl¡cables.

también las causales de ausencia de

ello implica la existencia de conducta

incluye el que éstas, hecho el estud¡o
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Sobre este aspecto el profesor Nodier Agudelo ha op¡nado que: "la inimputabilidad

obraría de manera residual, esto es, se analiza primero s¡ ex¡sten causales de

atip¡cidad, justificación e inculpabil¡dad, y sólo si no resultan aplicables se pasaria a

estud¡ar s¡ el sujeto es ¡nimputable. De tal manera que las causales de ausenc¡a de

responsab¡l¡dad cuando están presente se apl¡can a la persona con prescindenc¡a de

considerarle o no inimputable'.11

Quedaría por ver s¡ además debe agregarse la neces¡dad de la medida de seguridad,

por cuanto que la medida de seguridad debe cumplir con sus tines en ese caso

concreto. De ser así, la expresión legal de no existenc¡a de causales de ausencia de

responsabilidad penal, para poder predicar responsabilidad del ¡nimputable

comprendería las causales de inculpabil¡dad y las situaciones de innecesariedad de la

medida de seguridad. Véase en tal sentido la op¡nión del doctor Carlos Mejia Escobar,

en que se destacan los fines de curac¡ón tutela y rehabilitac¡ón como: 'fundamento de

necesidad para que se leg¡time la imposic¡ón de la medida. Resultaría innecesar¡a si

contraría esos fines".12

D¡gamos además que cuando se utiliza la expresión causales de ausencia de

responsab¡l¡dad y se enunc¡an sin hacer la distinc¡ón de causales de justificación y de

¡nculpabilidad, podría parecer que no importan aquellas dilerenc¡ac¡ones, pues de todas

maneras se excluye la responsabilidad.

11 Agudelo Betancur. Ob. Cit, Pág. 124.
'' Mejla Escobár, Carios. La6 pena3 nocorarias Pá9. 88
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Sin embargo, lo que acontece es que se deia ab¡erto el debate en la doc{rina y la

jur¡sprudencia, para que sea allí donde se dec¡da a qué condic¡ón de la responsabil¡dad

se ref¡eré cada una de esas causales.

La inexistencia de conductia, la at¡p¡c¡dad, justificac¡ón, inculpab¡lidad e incluso las

situaciones de innecesariedad de la pena, al detar s¡n efecto algunas de las

condiciones para que ex¡sta la responsabil¡dad penal de imputables: conduc{a tfpica,

antijurídica, culpable, neces¡dad de pena; o que no dejan configurar la responsab¡lidad

de inimputables: conducta típ¡ca, ant¡juridica, ¡nexistencia de causales de ausencia de

responsabilidad (causales de ¡nculpabil¡dad e innecesariedad de la medida de

segur¡dad), dan así or¡gen a lo que podemos denominar ausencia de rcsponsabil¡dad

penal.

Así, las situaciones de ausencia de responsab¡lidad serán todas aquellas que n¡egan

algunas de las cond¡c¡ones imprescindibles para que exista la responsabil¡dad penal

según la estructura propia de imputables o in¡mputables.

1.3. Las causas de éxtinc¡ón de la re3pomab¡lidad psnal

Las causas de extinción de la responsabilidad penalson especlficas circunstancias que

sobrevienen después de cometida la ¡nfracc¡ón y anulan la acción penal o la ejecución

de la pena.



En estos casos cesa el derecho del Estado a ¡mponer la pena, hacerla efect¡va o

continuar exigiendo su cumplimiento; por lo cual, para el sujeto desaparece la

obligación de sufrir la pena.

Se d¡st¡nguen las causas de extinc¡ón de la responsabilidad penal de las de exenc¡ón

(eximentes) en que &tas suprimen un elemento del delito, m¡entras que aquéllas

parten del supuesto de la existencia de una infracción crim¡nal con todos sus elementos

constitutivos. Unas y otras se asemejan en sus efectos excluyentes de la pun¡c¡ón, por

lo que Battagl¡ni ha ¡ntentado s¡n éxito su asimilación. "Se ha desiacado en la doctrina

española la notoria extravagancia que supone poner en un mismo plano la legítima

defensa y el indulto o la prescripción." '3

Estas causales de ext¡nc¡ón de la ¡esponsabilidad penal se encuentran enumeradas en

el Artlculo 101 del Cód¡go Penal guatemalteco, mismo que regula: 'La responsabil¡dad

penal se ext¡ngue: 10. Por muerte del procesado o del condenado. 20. Por amnistía.

30. Por perdón del ofend¡do, en los casos en que la ley lo permita expresamente. 40.

Por prescripción. 50. Por cumplimiento de la pena".

Por lo tianto, dichas causales de extinción de la responsabil¡dad penal vienen a ser los

med¡os a través de los cuales f¡naliza la responsabilidad penal y la pena respect¡va, al

producirse las c¡rcunstancias previstas en la ley.

i3 Battaglini, Femando. H.c¡¿ un ¡uevo dgFcho p.nal. Páq. 28

'!0
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A conlinuación se estudian en particular cada una de esas causas de extinción de la

responsabil¡dad penal reguladas en nuestra legislación:

1.3.1. Muerte del proceaado o condenado

El Artículo l03 del Codigo Penal regula que: "La muerte de quien ha sido condenado,

extingue tamb¡én la pena pecun¡ar¡a ¡mpuesta pendiente de satisfacer y todas las

consecuencias penales de la m¡sma".

En el derecho penal moderno goza de plena vigencia el princip¡o de personal¡dad de

las penas: la pena solamente puede recaer sobre la persona del delincuente. De la

m¡sma forma que hoy no pueden ser impuestas penas a los difuntos, tampoco

trascienden aquéllas a la familia del culpable. "La responsabilidad criminal no se

hereda, en contrapos¡ción al criterio vigente en anter¡ores momentos históricos. Por

ello, es superflua la consignación expresa de que el fallecimiento del delincuente

extingue su responsabilidad penal'.1¿

Siendo la responsab¡lidad penal de carácter personalísimo, es sólo lógico que los

legisladores dispusieran que una vez muerto el sujeto señalado, su responsab¡l¡dad

también se efingue. Es un hecho por ejemp¡o, que la responsabilidad penal no es

heredable.

11 Battaglini, Fernando. Ob. Cit, Pág. 179.

11



ffi
'1.3.2. Amnistía

Como su propio nombre ¡ndica, la amnistía supone un total olvido dél delito. Su

concesión -mediante ley- bona todo recuerdo del delito cometido o de la pena

pronunc¡ada. En definit¡va, extingue por completo la pena y todos sus efectos.

Una vez admit¡do -af¡rma Dorado Montero- "...e| poder para la conces¡ón de amnistlas

no reconoce límites, a no ser que la constituciÓn o la propia ley le pongan restficc¡ones.

En consecuenc¡a, puede referirse a toda clase de del¡tos (comunes o polil¡cos); s¡ bien

en la práctica se ha reservado fundamentalmente para los delitos de matiz pol¡tico.

Como regla general, puede af¡rmarse que se hace uso de esta modál¡dad de g€cia

después de revoluc¡ones o agitaciones politicas, con fines de pacificación social".ls

El estudio de los efectos de la amn¡stia ha de reallzarse atendiendo en cada caso a la

d¡sposición que la concedei tales efectos se cond¡cionan siempre a situaciones

extraiurídicas históricamente diversas y pollticamente coyunturales. Carecen -€n

suma- las amnistfas de las suficientes notas comunes para alcanzar una doctr¡na

general. Las conven¡entes polít¡cas iuegan al resp€cto un papel decis¡vo. Con las

l¡mitaciones apuntadas, puede intentarse una esquematizac¡ón de los efectos de la

amnistía:

L AI suponer la amnistía que los delitos objeto de la misma se tienen por no

cometidos, extingue las penas ¡mpuestas y las acc¡ones penales pend¡entes.

1s Dorado Montero, Pedro. Estudio de los prcblemas penale.. Pá9. 8E.

12



En consecuenc¡a, no puede ser instruido proced¡m¡ento alguno para perseguir

hechos incluidos en una amnistía; s¡ éste ya se ha in¡ciado, debe ser suspendido en

el momento en que entré en vigor la amnistfa. Las penas impuestas quedan

anuladas y extinguidos completamente sus efectos, tanto si la pena no ha

comenzado a cumplirse como s¡ ha sido cumplida parc¡almente.

ll. La amnistía detem¡na la automática cancelación de los antecedentes penales. La

condena se borra a todos los efectos y, por ello, no puede ser tenida en cuenta para

fundamentar una agravación de la responsab¡lidad criminál del sujeto en pos¡bles

del¡tos ulter¡ores.

lll. Los ampl¡os efectos de la amn¡stía no suelen alc€,nzat a la responsab¡lidad civ¡|.

Una soluc¡ón d¡st¡nta -acepiable en pura teorfa, dada la ampl¡tud con que la

¡nstitución se configura- lesionaría gravemente los derechos de la víctima y de los

perjudicados por el delito a la iusta reparac¡ón del daño causado.

La legislación guatemalteca es parca af regular lo relacionado a la amnistia, tal y como

puede apreciarse de la lectura delArtfculo 104 del Codigo Penal: 'La amnistla extingue

por completo la pena y todos sus efectos".

Hay criter¡os que sustentan que no puede haber responsabilidad civil derivada de un

proceso penal! cuando dentro de este no se comprobó la responsabilidad penal de una

percona. En ese séntido, la interpretac¡ón de la norma precitada implicaria que la

amnistla extingue la pena y sus efectos penales y civiles.

'13



'1,3.3. El perdón del ofendido

El perdón del ofendido ext¡ngue la responsab¡l¡dad cr¡minal en del¡tos peEeguidos

med¡ante denuncia o querella. Esto s¡gnifica que se trata de delitos de acción privada y

de acc¡ón pública dependientes de instanc¡a particular.

El Artfculo 106 del Código Penal regula que: 'El perdón del ofend¡do ext¡ngue la

responsabil¡dad penal y la pena si ya se hubiere ¡mpuesto, por del¡tos solamente

perseguibles mediante denuncia o querella. En los delilos comet¡dos contra menores o

incapacitados, el tribunal podrá rechazar la eficacia del perdón otorgado por los

representantes de aquéllos, ordenando la contlnuación de¡ proceso o el cumpl¡miento

de la condena, a solicitud o con intervenc¡ón del Min¡sterio Públ¡co".

Si bien es admisible que, respecto de ciertos delitos, el ofend¡do pueda impedir que se

¡n¡cie el conespondiente proceso cr¡m¡nal, por cons¡deraciones de orden personal,

familiar o soc¡al, no aparece suf¡cientemente justmcado que su voluntad llegue a

paral¡zar la acción de la justicia que ha entrado a conocer de un del¡to, o a ¡mpedir el

cumpl¡miento de una condena.

Además, puede notarge que de la lectura del texto del Artfculo 106 de la ley penal

sustant¡va, que en cuanto ál perdón conced¡do por los representantes de menores de

edad, puede denegarse por él órgano jurisdiccional competente. Lo cual representa

una decisión facultativa y discrecional del o de los juzgadores.

14



1.3.4. La prescripción

El Artículo 107 del Código Penal establece la prescripción como causal de extinc¡ón de

la responsabilidad penal, que @nsiste en la cesación de la pretensión punit¡va del

Estado por el transcurso deltiempo, sin que el delito haya sido persegu¡do.

Artlculo 107: 'La responsab¡l¡dad penal prescribe: 10. A los veinticinm años, cuando

correspondiere pena de muerte. 20. Por el transcurso de un periodo igual al máximo de

duración de la pena señalada, aumentada en una tercera parte, no pudiendo exceder

dicho término de veinte años, n¡ s€r ¡nfer¡or a tres. 30. A los cinco años, en los delitos

penados con mulia. 40. A los seis meses, si se tratare de faltas".

La prescripc¡ón es el medio por el cual se da la ext¡nción de la responsabilidad penal y

de la pena por eltranscurso del t¡empo. Lo cual s¡gnif¡ca que la prop¡a ley fija al Estado

un perlodo específico de tiempo durante el cual este debe ejercer el ius puniend¡, pero,

una vez concluido el plazo legal prefijado, el Estado debe abstenerse de ejercer la

persecuc¡ón penal.

Cabe menc¡onar, que en el caso de nuestro sistema jurfd¡co, el período de prescrlpc¡ón

se encuentra intimamente ligado con el plazo de la pena de prisión impuesta para cada

t¡po penal.

'15
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Ahora bien, el Artículo 155 de la Const¡tuc¡ón Polltica de la República de Guatemala,

regula: "Responsab¡l¡dad por infracción a la ley. Cuando un dignatario, funcionario o

trabajador del Estado, en el ejerc¡cio de su cargo, ¡nfrinia la ley en periuic¡o de

part¡culares, el Estado o la ¡nst¡tuc¡ón estatal a qu¡en s¡rva, será solidariamente

responsable por lo3 daños y perju¡cios que se causaren.

La responsabilidad civil de los funcionarios y empleados públicos, podrá deducirse

mientras no se hubiere consumado la prescripción, cuyo térm¡no será de ve¡nte años.

La responsabilidad crim¡nal se extingue, en este caso, por el transcurso det doble del

t¡empo señalado por la ley para la prescripción de la pena".

En el caso de los servidores públicos, el período de tiempo que debe transcurrir para

que ex¡sta prescripc¡ón se incrementa, puesto que los serv¡dores públicos detentan una

posición de garante que les otorga mayor responsabilidad.

Por otra parte, el Artículo 108, del Código Penal regula: "Com¡enzo del término. La

prescr¡pción de la responsabil¡dad penal comenzaÍá a contarse: 'lo. Para los delitos

consumados, desde el dia de su consumación . 20. Pa.a el caso de tentativa, desde el

día en que se suspend¡ó la ejecución. 30. Para los del¡tos continuados, desde el día en

que se ejecutó el último hecho.40. Para los delitos permanentes, d$de el dla en que

cesaron sus efectos.50. Para la conspiración, la proposición, la provocac¡ón, la

inst¡gación y la ¡nducción, cuando éstas sean pun¡bles, desde el día en que se haya

ejecutado el últ¡mo acto".

16
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Como puede notarse, el plazo pata que opere la prescripción empieza a mntarse

según la fase del ¡ter crimin¡s del del¡to.

El Artfculo 109, del Cod¡go Penal regula: "La prescripc¡ón de la acción penal se

interrumpe, desde que se inic¡e proceso contra el ¡mputado, corriendo de nuevo el

tiempo de la prescripción desde que se paralice su prosecución por cualquier

c¡rcunstanc¡a. También se interrumpe respeclo a quien cometiere otro delito".

Este Artículo regula dos presupuestos por los que puede inteffumpirse el plazo de la

prescripción: primero, por el encausamiento del gosible responsable, y segundo, por el

hecho de que el posible responsable cometa otro delito. Es decir, nótese que la

interrupción de la prescr¡pción está vinculada directamente con la persona. Esto qu¡ere

decir que, por eiemplo, si se encausa a una persona, esto no interrumpe la prescr¡pción

extint¡va o liberatoria de otro pos¡ble responsable.

1.3.5. Cumplimiento de la pena

Esta es la causa más frecuente de extinc¡ón de la responsabilidad crim¡nal. Porque

cumpl¡da b condena es obv¡o que se extingue el derecho de castigar que el Estado

tiene atribuido. Tal cumplimiento supone que el suieto responsable de la conducta ilic¡ta

ha pagado sus culpas y saldado su deuda con la sociedad.

17
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Sin embargo, los términos ut¡l¡zados por el legislador (cumplimiento de la pena)

parecen aludir exclusivamente a la pena ¡mpuesta en la sentenc¡a, cuando --en

ocasiones- la responsabil¡dad criminal se extingue por el efectivo cumplimiento de una

pena diferente caso, por ejemplo, de la responsab¡lidad personal subs¡d¡aria por el no

pago de una multa.

Los efectos de esia causa de extinc¡ón de la responsab¡lidad criminal son más limiiados

de los que la muerte del responsable tiene atribuidos: queda larvada una espec¡e de

responsabil¡dad, susceptible de revivir -tor med¡o de la anotación en el pertinente

Registro- a los f¡nes de apreciación de la reincidencia.

Como destaca de lo expuesto en el presente capítulo, la responsab¡lidad penaldev¡ene

de la concurrencia de ciertos elementos que provocan la indefectible resolución iud¡c¡al

que consecuentemente ¡mpone una pena que debe ser absolutamente necesar¡a y

diametralmente proporc¡onal al tipo de responsabilidad declaÍada.

La responsab¡l¡dad penal es un estado comprobado y establec¡do mediante un deb¡do

pÍoceso, del cual deviene la pena necesaria como consecuenc¡a jurld¡ca procedente de

la comlsión de la conducta penalmente prohibida. Por tanto, se ejerce dentro del ma¡co

del ius puniend¡ del Estado, el cual debe seguir estrictamente las reglas prefüadas en el

proced¡m¡ento y eniuiciamiento penal, para determinar med¡ante la invest¡gación

correspondiente, si el sujeto es responsable del hecho ilicito.

18



La determ¡náción de la responsabilidad penal por las vías legales se encuentra

intrínsecamente l¡gada con la expectativa de justic¡a. S¡ la responsab¡l¡dad se establece

s¡guiendo los procedimiento f¡jados por los leg¡sladores, entonces, en teoria, se aplicará

una sanción jurfdica penal a los legílimos responsables de un delito y al m¡smo tiempo

se tendrá cedeza de que no se responsab¡l¡zará a personas desvinculadas a los

hechos ¡lícitos que provocaron el proceso penal; a ello debe añad¡rse que se abonan

resultados pos¡tivos a la justic¡a penal, reduc¡endo los índices de ¡mpun¡dad.

Por ello, el Estado debe tener la capacidad y la posibilidad legal y polít¡ca de perseguir

penalmonte a las personas que puedan resultar responsables de la com¡sión de un

del¡to, sin importar el estatus individual de las personas. Allí es donde la ¡nmunidad

d¡plomática se interpone entre el Estado y su deber de impartir just¡c¡a, allí es donde la

diplomacia protege a personas que aprovechando sus prerrogativas abusan de su

derecho e imponen su voluntad d¡screcional, a sabiendas que sus actos quedarán

impunes y que el Estado ve neutralizado su ius puniend¡ en perjuicio de la sociedad.

No se niega en ningún momento la necesidad de la inmunidad d¡plomát¡ca para facilitar

a las m¡s¡ones intemacionales su loable labor, pero si se afirmá que deben del¡mitarse

los casos de esa inmunidad y que el Estado debe adoptar una @nducla proactiva en

orden de persegu¡r penalmente a qu¡enes gozan de esa pÍerrogativa cuando las

c¡rcunstancias lo ameritan, aunque ello merezca romper la diplomac¡a, si el fin ulterior

es alcanzar iusticia y combatir la ¡mpunidad.

19
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CAPíTULO II

2. Anál¡3¡3 dé la r6ponsab¡lidad penal de las personas con inmunidad

diplomática o conaular

Cont¡nuando con el comentario final del capítulo precedente, en Guatemala existe una

mitologfa alrededor de los límites y alcances de las prerrogat¡vas diplomáticas y

consulares, al punto de creer ingenuamente que el suelo donde se fincan las

embajadas es terr¡torio extranjero o que la inmunidad diplomática es ¡nsondable y un

¡mped¡mento absoluto para que el Estado guatemalteco eieza su ius puniend¡.

Al analizar friamente, la ¡nmunidad d¡plomát¡ca también es fuente de impunidad penal,

cuando quien goza de esa prenogativa abusa de su derecho y el Estado de Guatemala

no util¡za las vlas legales para sol¡citar apoyo al Estado u organ¡zación internacional

acreditante, o cuando d¡cho Estado u organización no aplica las normas de los

¡nstrumentos intemac¡onales que lo conminan a apoyar al Estado de Guatemala

retirándole la inmunidad a su representante cuando éste comete un del¡to con efec{os

en jur¡sd¡cción nacional.

Tampoco hay que ser ¡lusos y no ver la realidad polít¡ca, pues en la mayoría de las

ocasiones el Estado de Guatemala, se abstiene (ilegalmente) de efecluar una

persecución penal en contra de una persona con inmunidad d¡plomát¡ca o consular, por

mot¡vos d¡plomát¡cos o políticos que nada l¡enen que ver con lo jurídico.

2'l
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As¡mismo, los paises extranjeros u organizac¡ones ¡nternacionales acred¡tantes

d¡flc¡lmente reconocerán el actuar impropio e ilícito de sus representantes porque ello

sería polít¡camente incorrecto y un desprestigio del pais o entidad.

Por tanto existe una om¡s¡ón y complicidad entre el Estado receptor y el Estado

acreditante, para no incun¡r en errores políticos que demeriten las relaciones

diplomáticas y el prestigio estatal u organlzacional.

Por ejemplo, mucho se düo de las intromisiones que el ex comis¡onado de la Comisión

lnternacional contra la lmpunidad en Guatemala, Carlos Castresana, tuvo en los

asuntos de Estado y de las supuestas irregularidades en su actuar, pero el Estado de

Guatemala, presionado por la comun¡dad ¡nternac¡onal, la sociedad civil y la propia

Organización de la Naciones Unidas, se abstuvo de investigar al ménc¡onado o de

sol¡citar a la ONU que se le ret¡rara la inmunidad diplomática.

Es más, existe un movim¡ento sistemát¡co regido

que el c¡udadano común denuncie o accione en

d¡plomática y consular. Lo más seguro es que

políticamente y estigmatizado socialmente.

por grupos de presión que impiden

contra de personas con inmunidad

el denunciante se vea perseguido

Por ello, el primer paso es que el Estado y la sociedad conozcan las verdades y mitos

de la inmun¡dad diplomát¡ca y consutar, estableciendo claramente los procesos y

mecan¡smos establec¡dos en los instrumentos legales para apl¡carlos adecuadamente.

22
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Y que esto en consecuenc¡a perm¡ta, crear las cond¡ciones necesarias que permitan 
" 

W

los entes competentes, perseguir y enjuic¡ar a las peBonas que gozan de esas

prenogat¡vas, cuando abusan de las m¡smas en perjuicio de terceros ¡nd¡vidualizados o

de la sociedad y de sus derechos colectivos y difusos.

A continuación se trata eltema esbozado, abordando asuntos tales como la teoria de la

¡nmunidad diplomát¡ca y consular, sus lím¡tes jurídicos reales y la impun¡dad como

consecuencia negativa soc¡al por la falta de persecuc¡ón penal de las personas que

gozan de esa prerrogativa.

2.'1. lnmunidad d¡plomáüca o conaular

Es un mecanismo de protección conferido a los agentes diplomáticos y en ocasiones a

personas de entidades extranjeras o internacionales, debidamente acreditadas, que

ejercen una labor especlfca, a fn de permitirles el libre ejerc¡c¡o de sus funciones

públicas en pro del interés colectivo de las relaciones ¡nternacionales y no para

obstaculizar o intervenir en la competencia interna de un Estado.

Por tanto, siendo los agentes ¡ntemac¡onales altos heraldos de los Estados y que su

calidad rev¡ste de reconocidos honores y preffogativas; por ello importa de

sobremanera que se actuac¡ón sea proba e incólume, para garant¡zar una utilizac¡ón

responsable y representat¡va de los privilegios que les han s¡do otorgados.
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Por lo cual, también es de gran relevancia, el hecho de que el Estado acreditante o

entidad ¡nternacional, en su caso, colabore recfprocamente con el Estado receptor,

para que al efecto, no se produzca el abuso de los privilegios diplomáticos.

2.1.1. Origen de la inmunidad diplomát¡ca

Elorigen exacto de las prerrogativas diplomáticas es inc¡erto; sin embargo, muchos han

sosten¡do que la diplomacia es tan antigua como los pueblos m¡smos. Desde tiempos

remotos, el hombre, como ser social, se vio ¡nmerso en la necesidad de relacionarse

con otras poblaciones. Existen pruebas de que en la ant¡gua lnd¡a, China, Egipto y,

posteriormente, en Grecia y Roma, se practicó una forma rud¡mentaria de diplomacia.

Originalmente, los primeros pueblos pensaban que los rcpresentantes diplomáticos,

eran investidos por una ser¡e de aspectos sagrados y relig¡osos, que los hacían

acreedores de prerrogativas en razón de estos dogmas. Al respecto, ha manifestado el

autor Paz y Puente: "Los Privileg¡os Diplomát¡cos son de origen muy remoto. En todos

los tiempos los d¡plomát¡cos fueron rodeados de respeto y consideración: en la

ant¡güedad estuvo colocado ba¡o la protección de los dioses".16

La etapa más básica de las relaciones diplomáticas se caracterizó por su ocasionalidad

y desorgan¡zac¡ón, ya que solían enviaGe delegaciones para resolver asuntos que

acontecían entre los pueblos, dependiendo del momento y la situación dada.

16 Paz y Puente, Ja¡me. Darrcho dé las lnmünldades dlplomátic.s. Pág. 33.
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Es prec¡so recordar que en esas épocas (desde la antigüedad hasta el s¡glo XV), la

geografla y la falta de medios de transporte dificultaban, en gran med¡da, la

comun¡cación entre las poblaciones, razones que aumentaton todavía más la

singularidad de encontrarse con delegaciones d¡plomáticas.

Y es, quizá, por ello, que los representantes eran vistos como negoc¡adores y

mensajeros sagrados que poseían una protecc¡ón de fndole sacramental, casidivina. Al

respecto, manif¡esia el Dr. Escobar: "Conv¡ene hacer notar que desde los más remotos

iiempos de la historia, los Estados a pesar de lo atrasado que se encontraban en el

camino de la c¡vilización y la Justicia, rodearon a sus enviados Diplomáticos de respeto

y cons¡derac¡ón, y algunos los consideraban poseedores de un carácter sagrado".'7

A la postre del s¡glo XV, aparecen aspeclos de permanencia en las misiones

diplomáticás y, con ello, la propagac¡ón dé ideas entre pueblos de la necesidad de

fomar representaciones internacionales mn reglas fijas que se encargaran de

mantener las relaciones entre los diferentes Estados. Al respeclo Dumani y Guardia en

este sentido manifiestan: 'Es en la ciudad de Venecia a la que se adjudica el titulo de

cuna de la diplomacia permanente, y ello se deb¡ó principalmente al desarrollo

comerc¡al que hubo en esa época. Esta práct¡ca de enviar representantes

permanentes, se extiende por todo ltal¡a y, posteriormente, al resto de Europa".l8

1'Escobar 
Sequeirá, Pedro. Priv¡leg¡oc e lnmun¡d.des d¡plomáticas. Pág. 36.

'' Duman¡. C. y Guardia M. Las ¡nmunld.d6 d¡plomát¡c¡a. Pág. 9.
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Con el desanollo de la permanenc¡a como caracteríslica de las m¡s¡ones diplomáticas, 
v

devienen una ser¡e de aspectos como la profesional¡dad de los representantes, y la

necesidad de regulación internac¡onal prec¡sa que lograra determinar con exact¡tud, los

lim¡tes y func¡ones.

Durante este perlodo se veía al d¡plomát¡co como si fuera el propio soberano,

representado en su persona. Sin embargo, en múltiples ocas¡ones, se les vinculó con

act¡v¡dades negativas como el espionaje y las táct¡cas de averiguación, especialmente

en tiempos de guerras.

A pesar de esa permanencia, no puede hablarse de diplomac¡a prop¡amente, por la

falta de regulación del inst¡tuto en la épocá. No es sino hasta más o menos 18'15

cuando se empiezan a realizar los primeros intentos de cod¡ficación de la mater¡a de

pr¡v¡legios diplomátims, con la Convención de Viena de 1815 y su evolución posterior

hasta llegar a la Convención de Viena de 1961, donde logran establecerse parámetros

¡nternacionales de regulac¡ón en la materia de las prenogativas d¡plomát¡cas. Y de allí

su[gen nuevas formas de d¡plomacia.

Hoy en día, existen mtilliples institutos jurídicos ¡ntemac¡onales que regulan a los

pr¡vilegios e ¡nmunidádes diplomát¡cas, siendo toda una carreri¡ profesional amparada

en normas, costumbres y codesía internacional a lo largo de la mayorla de los palses

del mundo, ¡ncluyendo a Guatemala.
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Esa mdificación de las prerrogativas d¡plomát¡cas nécesadamente debe basarse en

razones jurídicas de peso para poder ex¡stir acorde con derecho y a las necesidades de

la sociedad internacional, a ello se le llama fundamento jurídico, estud¡o que sigue a

cont¡nuac¡ón.

2.1.2. Fundam6nto jurídico

El fuero diplomático s€ ha asentado desde t¡empos ¡nmemorables, sus razones han

var¡ado a favés de los años, pero la necesidad de codit¡cación, ¡nevitablemente, ha

llevado a justmcar los mecan¡smos que otorgan priv¡legios y ex¡men de la aplicac¡ón de

las leyes a c¡ertos ind¡viduos por su carácter de diplomáticos.

Se argumenta que esa serie de prenogativas

relaciones intemacionales entre los diferentes

pr¡vileg¡os recíprocos a los representantes de

ejercic¡o de sus funciones, y que en efecto,

transgredir las leyes del Estado receptor.

son con el ún¡co fin de conservar las

Estados y que, para ello, se inst¡tuyen

cada pafs para facilitar y proteger el

su función consiste en cumpl¡r y no

En este sentido, tres son las teorlas que suelen utilizarse para cimentar a las

inmunidades diplomáticas desde una perspectiva juríd¡ca, mismas que se estudiaran a

continuac¡ón.

27
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a) Teoría de la repreaéntatividad

Es la más antigua, fue desarollada en el tiempo de las monarqufas absolutas y

aplicada hasta poco más de la Edad Media, argumentaba que el diplomático era un

representante personal del monarca, consagrando éste al rey en su persona y, por lo

tanto acreedor de un tratam¡ento especial, dado el respeto que se debía al soberano

mismo. Decía Cahier: "... las relaciones ¡nternacionales se consideraban como

relaciones personales entre los prínc¡pes y reyes".ts

Sin embargo, esta conjetura es abandonada, cuando sobrev¡ene el cambio politico de

ideas l¡berales y democráticas, ya que no podría, en la actualidad, fundamentar los

privilegios en razón de su representado (porque n¡ s¡qu¡era el pueblo, que es el que

representa el d¡plomáüco, goza de las ¡nmunidades que sí disfruta él). Además, con

esta teor¡a serla imposible sostener el fundamento de la extensión de las inmunidades

diplomáticas a la familia del representante.

b) Teoría de la extraterr¡torislidad

La segunda h¡pótesis utilizada como fundamento jurfd¡co, fue la teorla de la

enraterr¡tor¡alidad. Abarcó desde el siglo XVll at XX, y establecla una ficción legalen la

cual, los órganos de la misión d¡plomática, a pesar de estar fisicamente en otro Estado,

nunca abandonaban el territorio de su propio país, siendo la sede d¡plomática por

ejemplo, considerada domin¡o del Estado acreditante.

i0 Rojas Sáenz, Orlando. Réglmen ¡uld¡co de las mislones diptomát¡cas. pág. 91.
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As¡mismo, cualquier acto contrario a derecho quedaría exenlo de la ley del Estado

receptor. Esta teorfa ha s¡do fuefemente criticada, porque en la práctica, puede

pGseniar serios problemas en tomo a la extensión del fuero diplomát¡co. Al respecto,

manifiestan Duman¡ y Guard¡a: "Otro problema que vemos a la teoría de la

efraler¡tor¡al¡dad es en cuanto a la concesión ¡l¡mitada de inmunidades y priv¡leg¡os

diplomáticos. No delimita en qué cons¡ste el fundamento jurld¡co de esa ¡nmunidad,

supone y crea f¡cc¡ones, pero no se basa en realidades'.2o

A pesar de las fuertes crft¡cas recibidas, la extrateffitorial¡dad como ficción jurídica fue

la manera más fácil y duradera de fundamentar los priv¡legios otorgados a los

representantes diplomát¡cos y, ciefamente, todavía se encuentran resabios de

costumbres en la práct¡ca internac¡onal de algunos pafses. Es el caso de la

inviolabilidad de inmuebles (local diplomático y la m¡sma residencia del jefe de la

m¡s¡ón).

Esta teoria es cuest¡onada, en la actualidad, ya que se presume ¡mposible sustentar un

instituto jurídico que otorga priv¡leg¡os y crea desigualdades, basadas en una f¡cción

bastante cuest¡onable que atine más a lo geogrático que a lo legal, que en el caso

hipotético de ser viable, de igual mane¡a no es capaz de respaldaÍ ninguna

prerogativa, aduciendo las leyes del país acreditante, pues la ciudadanfa, én general,

segu¡rla careciendo del goce de dichos priv¡legios.

¡ Duman¡, C. y Guard¡a, M. Ob. Cit. Pág. 52.
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Asim¡smo, la crítica a ésta teorla se amplfa al resultar ¡nsuficiente para explicar la

inmun¡dad de jurisdicción civil en c¡ertas legislac¡ones modemas que permiten incoar

demandas contra personas nacionales que radiquen en el extranjero.

c) Teoría de la func¡onalidad

La tercera teoría es la func¡onal, la cual, según Pérez de Cuellar: 'fundamenta las

lnmun¡dades Diplomáticas en el interés de las partes de la relac¡ón ¡ntemacional, ya

que ambas necesltan de una ser¡e de ventajas para desenvolverse libremente en el

adecuado cumplimiento de sus func¡ones. Prenogativas como la libertad, la seguridad;

pero, sobre todo, la independencia del agente D¡plomático respecto del Esiado

recepto/'.21

A pesar de sea la teoría que otorga razones más lóg¡cas para cimentar las ¡nmun¡dades

d¡plomáticas, quedan por fuera una serie de priv¡legios sin fundár, ya que no logra

just¡ficar ventajas nac¡das por las prácticas de costumbre y cortesia ¡nternac¡onal, así

como aquellas que exceden el ámbíto meramente func¡onal de la diplomac¡a, cabe

recordar que no es lo mismo una inmun¡dad que una cortesía ¡ntemacional. Sin

embargo, con todas y sus críticas, es la teorfa utilizada como base de la mayorla de

instrumentos intemac¡onales de la actualidad, incluyendo la Convención de Viena de

1961.

21 Pérez de Cuélla¡, Javie.. Manual d9 dgrocho d¡plomático. Pá9. 70.
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En resumen, ninguna de las tres teorías es capaz de sustentar por completo los

pr¡vileg¡os e inmunidad$ de los diplomáticos, se trata de aproximac¡ones parciales. La

primera porque fundamenta el ¡nstituto de las prenogat¡vas, en los reglmenes

monárqu¡cos de antaño que explicaban todo derecho o carencia de éste en el carácter

cuas¡-divino del soberano, análisis que hoy en día priva de toda racionalidad.

La segunda, porque explica más geográf¡ca que legalmente un pr¡vilegio, que de

manera paradójica no d¡sfruta la c¡udadanía en el territor¡o al que hace referenc¡a.

Y, la últ¡ma, aunque es la más sosten¡ble deja de ser válida en aquellas inmunidades y

privilegios que muy lejos están de ser funcionales s¡no alevosas, d¡cho sea de paso,

son la mayoria.

2-l-3- Desarrollo normat¡vo inlernacional

El desarrollo de los instrumentos legales en el ámb¡to internacional relat¡vos a los

priv¡leg¡os diplomát¡cos, aparecen alrededor de 1928, siendo la primera referencia

normativa el Conven¡o de la Habana sobre Funcionar¡os Diplomáticos. A pesar de su

seriedad y ambic¡osas expectat¡vas, no pasó de ser un tratado regional a nivel de

latinoamérica. S¡n embargo, sirv¡ó de base importante para la elaborac¡ón posterior de

la Convenc¡ón de Viena de 1961.



Este convenio se caracterizó por ser tajante en "no adm¡tir excepción a la inmunidad de

jur¡sdicción c¡v¡l y penal, salvo que el representante renunciara a la misma y esa

renunc¡a fuera autorizada por el gobierno acreditante'.22

Posteriormente, surgió ia resolución del lnstituto de Derecho lnternacional sobre

lnmun¡dades Diplomáticas de 1929, tuvo lugar en Nueva York. lntentó dar un carácter

funcional a las inmunidades diplomáticas, al iefe de la mis¡ón y su personal

representat¡vo por med¡o de: la ¡nv¡olabilidad personal, ¡nviolabilidad del edif¡cio de la

delegación, exención de impuestos y la ¡nmunidad de jur¡sd¡cción. Modificó el

reglamento de Cambridge de 1895.

Seguidamente, en 1932, la Un¡versidad de Harvard y su Escuela de Derecho, realizan

un Proyecto sobre las lnmunidades D¡plomáticas. "Básicamente, no establecieron la

diferencia entre inmunidad y privileg¡o, pero fundamentó la utilización y respeto

récfproco de éstos, basándose en la necesar¡a func¡onal¡dad para mantener las

relaciones internacionales. Ayudó a crear conceptos y del¡mitarlos, noc¡ones que,

posteriomente fueron adaptadas a la Convenc¡ón de Viena de 1961. Algunas

prerrogativas eran exención de ¡mpuestos y gravámenes aduanales, ¡nmun¡dad de

jurisdicc¡ón e inmunidad adm¡n¡strat¡va, salvo el caso de renunc¡a del Estado

acred itante. "23

1: Convenio de la Habaña sobre Func¡onarios Diplomáticos de 1928.
23 Haruard Law School, Coñvontion of D¡plomailc Prlv¡l€g6 ¡nd lnmunities.
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Asimismo, según Dumani y Guardia: 'ex¡sten otros Convenios y Resoluciones de

menor trascendencia, pero que, de igual manera, contr¡buyeron con eldesarrollo de las

inmun¡dades d¡plomát¡cas. Entre ellos se encuentran: el proyecto de Bluntschl¡ de

1868; el Proyecto de F¡ore, de 1890; el Proyec{o de Pessoa, de .1911;el proyecto del

lnstituto Amer¡cano de Derecho lnternac¡onál de 1925; el Proyecto de Strupp de 1926;

el Proyecto de la Sección Japonesa de la Asociación de Derecho lnternacionalde 1926

y la Resolución del lnst¡tuto de Derecho lnternac¡onal de Cambr¡dge de 1895, entre

otros."2a

La Convenc¡ón de Mena sobre Relaciones Diplomát¡cas, suscrita el 18 de abril de

196f, es quizá el instrumento más ¡mportante a nivel internac¡onal ace¡ca de las

lnmunidades Diplomát¡cas. En Guatemala el proceso de vigencia de la Convención es

elsiguiente:

"1. Lugar de suscripción: Viena, Austria.

ll.País u organ¡smo: Organ¡zac¡ón de las Naciones Un¡das.

lll.Fecha de suscripción: 18 de abr¡t de 1961.

lv.Decreto de aprobación: Decreto Ley número j03 del OS de sept¡embre de .1963.

V.Fecha de ratificac¡ón y adic¡ón: '17 de sept¡embre de 1963.

Vl.Fecha de entrada en vigencia: 01 de noviembre de 1963.

Vll.Térm¡no de vigencia: lndefinido.' 25

2'Dumani. C. y cuard¡a, M. Ob. Clt pégs. '147 - 1S2.
'" http:/Avww.minex.gob.gu (Guatemata, 14 de noviembre de 2O1t)
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A grandes rasgos, la convención consagra los s¡gu¡entes privileg¡os e inmun¡dades:

l. Exenc¡ón de impuestos y gravámenes de cualquier tipo (personales o reales,

nácionales, regionales, municipales, salvo los ¡mpuestos ind¡rectos). Asf como de

los derechos y aranceles que perciba la misión por actos ofic¡ales. La exención

incluye disposiciones de seguridad social aún y con sus empleados, siempre y

cuando no sean nacionales del país receptor.

ll. lnviolab¡l¡dad de los archivos, documentos y correspondencia olicial de la misión,

asl como de la valiia diplomática. lnv¡olabil¡dad de los locales de la misión

d¡plomática, asl como de la residencia particular del diplomático y su

correspondenc¡a.

lll. La inviolab¡l¡dad personal del agente diplomático. No puede ser objeto de detenc¡ón

o arresto n¡ de ninguna med¡da de eiecución.

lV. lnmun¡dad de jurisdicción penal, de jurisd¡cción c¡vil y adm¡n¡strativa del Estado

re@ptor salvo que el Estado acreditante la renuncie expresamente.

Esa inmun¡dad de jurisdicción del Estado receptor no lo ex¡me de la jur¡sdicción del

Estado acred¡iante. lncluye la facultad de que el agente diplomático no eslá obl¡gado a

testificar. S¡n embargo, si el agente diplomát¡co eniabla una acción judic¡al no puede

invocar ¡nmunidad para cualquier reconvención ligada al princ¡pal.
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2.1.4. Desarrollo normat¡vo nacionál

En Guatemala, las relaciones internacionales del país se encuadran de acuerdo con lo

que la Const¡tución Politica de la República de Guatemala establece al respecto.

Aunada a dicha noma suprema se halla la necesaria aplicación de instrumentos de

regulación internac¡onal como lo son las convenc¡ones y tratados que el gob¡emo ha

aceptado y ratif¡cado. S¡n emba¡go, el serv¡cio diplomático está regulado en esencia por

el Deqeto Ley Número 148, Ley Orgánica del Sefvicio Diplomát¡co de Guatemala,

siendo d¡cho Decreto el que crea ¡a cánela diplomát¡ca para tener a su cargo los

intereses y la representación intemac¡onal de la República, misma que dirige el

Minister¡o de Relaciones Exteriores.

La Constitución Polít¡ca de la República de Guatemala establece en el Artículo 149,

acerca de las relaciones internac¡onales, que Guatemala "normará su6 relaciones con

otros Estados, de confomidad con los p¡incip¡os, reglamentos y p¡áct¡cas

internac¡onales con el propósito de cont¡ibuir al manten¡miento de la paz y la l¡bertad, al

respeto y defensa de los derechos humanos, al fortalecimiénto de los procesos

democrát¡cos e instiluciones ¡nternacionales que garanticen el beneficio mutuo y

equitat¡vo entre los Estados."

La redacción del Artículo engloba los princ¡p¡os generales que en este sentido,

constituyen los pr¡ncip¡os axiológicos y dogmáticos que rigen la política efer¡or del

Estado, así como las relaciones de éste con Estados análogos de la reg¡ón.
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Por tanto, el primero de ellos es la concordanc¡a y respeto a normativas internacionales

sobre la materia. Este pr¡nc¡pio informa sobre la preeminencia de normas

internacionales sobre el derecho ¡ntemo que en Guatemala pueda regular la activ¡dad

diplomática, cuestión que se respeta al pie de la letra toda vez que la única regulación

existente, siendo el Decreto Ley Número 148 el cuerpo normativo que tiene por objeto

regular la carera diplomática en Guatemala, está subordinado a la Convención de

Viena sobre Relac¡ones D¡plomáticas, constituyendo asl una ampliación ¡ntegral y

especif¡ca para el c€so de Guatemala como normat¡va ¡ntema.

En segundo lugar, los princ¡p¡os de respeto y manten¡miento de la paz y la l¡bertad,

s¡endo estos los principios rectores de una política eferior no invas¡va, acorde mn la

directr¡z intemac¡onal que constituye el principio de no ¡nteNenc¡ón y de libre

determ¡nac¡ón de los pueblos. En ¡gual manera el respeto de d¡chos valores axiológicos

como lo son la paz y la l¡bertad son elementos esenciales para una armoniosa

colaboración entre Estados.

En tercer lugar, el respelo a los derechos humanos, muy ligado a los anter¡ores

princip¡os, s¡endo primordialen la act¡vidad normativa del Estado de Guatemala, ya que

la Constitución Polltica de la Repúbl¡ca de Guatemala es eminentemente respetuosa de

los derechos humanos, tanto así que está catalogada como una de las constituciones

más respetuosas y avanzadag en mater¡a de derechos humanos en lat¡noamérica.
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En cuarto lugar, la normat¡va const¡tucional ¡nfoma sob[e el principio de fortalec¡m¡ento

de pÍocesos democráticos e instituc¡ones internac¡onales que garant¡cen el benef¡c¡o

mutuo y equitativo entre Estados, siendo este un princ¡pio axiológico de suma

¡mportancia en la rectoría de la política exterior, pues comun¡ca la necesaria

rec¡procidad entre Estados, intentando evilar el menoscabo de la dignidad de cada

Estado con elque se pretenda negocia. una relac¡ón intemacional. De ¡gualforma, este

principio busca inspirar condiciones necesarias para equitativas concesiones que

beneficien alpafs como a los demás Estados que intenten una relac¡ón con Guatemala.

Por todo lo anterior la nomativa de la Constituc¡ón Politica de la Repúbl¡ca de

Guatemala, podrá parecer corta, mas es una norma muy bien estruclurada que

propone los pr¡ncipios axiológicos que deben informar e inspirar toda relación

¡nternac¡onal de Guatemala con olros Estados, en aras del b¡en común y de la exitosa

cooperación pacilica entre Estados.

En cuanto a las prerrogat¡vas dé los func¡onarios d¡plomáticos, el Oecreto Ley Número

148 en el Capítulo Xl, regula: 'Artículo 38: Los funcionarios del serv¡cio diplomát¡co de

Guatemala tendrán derecho a gozar las siguientes prenogativas:

L Exenc¡ón de pago de derechos de importación, derechos consulares, tasas,

sobrecargos y demás impuestos, sobre el equipaje y artlculos de viaje de log

funcionarios en servicio efect¡vo, o de sus familiares, en todas las oportunidades en que

d¡chos funcionar¡os, o sus familiares, entren o salgan del país.
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ll. Exenc¡ón por una sola vez del pago de derechos de importación, derechos

consulares, tasas; sobrecargos y demás ¡mpuestos, sobre el ajuar y un automóv¡|, que

los funcionarios hayan tenido en uso en el último pals en que prestaron sus servicios,

que traigan o remitan a Guatemala al ser trasladados a otro puesto del servicio. En este

caso no gozarán de la prerogativa a que se ref¡ere la fracc¡ón lll s¡gu¡ente, a su

regreso definitivo a país en cuanto a esta misma clase de efectos.

lll. Exención de pago de derechos de ¡mportación, derechos consulares, tasas,

sobrecargos y demás impuestos, sobre el ajuar, equipaie, artículos de viaje y demás

efectos personales de los funcionarios y de sus familiares, asi como un automóvil, al

regresar definitivamente al pals por haber cesado en el servic¡o efect¡vo al ser

separados de sus cargos.

lV. Las demás que les concedan los tratados y convenciones aceptados por

Guatemala, y otras leyes vigentes en la república.'

Como puede notarse, la norma recién citada otorga las s¡guientes prenogativas

diplomáticas: exenciones tributarias y aduaneras, personales y patrimoniales, y

aquellas que otros cuerpos legales concedan. Es decir, se traia de prerrogat¡vas

númerus apertus. Según el numeral romano lV del Articulo prec¡tado, también foman

parte de las prenogativas d¡plomáticas, las contenidas en la Convención de V¡ena

sobre Relac¡ones D¡plomálicas, esto qu¡ere decir que los d¡plomáticos guatemaltecos

también gozan de inmun¡dad de jurisd¡cc¡ón penal, de jurisd¡cción c¡v¡l y admin¡strativa

del Estado receptor salvo que el Estado acreditante (Guatemala) la renuncie

expresamente.
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Por otra parte, igualmente en el capítulo Xl, la Ley Orgánica del Servicio Diplomát¡co de

Guatemala, regula: 'Artículo 39. Los funcionarios d¡plomát¡cos de Carrera, y sus

familiares, disfrutaran de las prerrogativas a que se refiere la fracc¡ón ll del artículo

anterior, al regresar al país para pasar a la s¡tuación de Disponib¡lidad, o para ocupar

algún cargo diplomático en elexter¡or o en el Ministerio de Relaciones Efer¡ores según

lo previsto por el Artículo 84 de la presente ley."

Esta norma s¡gnifica que, cuando un d¡plomál¡co debe regresar del país receptor a su

país de origen o a un tercero, goza de iguales prerrogativas tr¡butarias y aduaneras.

El sigu¡ente Artículo de la refer¡da Ley, complementa lo concern¡ente a las exenc¡ones

tr¡butarias y aduaneras: "Artículo 40. Las exenc¡ones a que s€ referen los artlculos

anteriores, se aplicarán a los bienes que en los mismos se enumeran aun cuando

dichos bienes ¡ngresen o salgan del país por vía d¡st¡nta o en oportun¡dad diferente a la

del funcionario y sus familiares, s¡empre que tales bienes lleguen a Guatemala antes de

seis meses a contar de la fecha de entrega del cargo'.

Esta norma otorga la ventaia d¡plomát¡ca a los bienes de las personas que gozan de

este t¡po de inmunidad, regulando que aunque las cosas ¡ngresen o egresen del pals

de manera diferida a la del diplomático al que pertenecen, las prerogativas tributarias y

aduanelas aún se mantienen.
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oAhora bien, la referida ley en cuanto a faltas y sanciones, en el capítulo XV regula I

siguiente:

'Artículo 53. Los funcionarios y empleados del servicio d¡plomát¡co son responsables

por las faltas que cometieren en el servicio".

Este Artfculo no se refiere a faltas de sede penal, sino más bien de orden

administrativo. El Artículo siguiente nos aclara este extremo.

'Artículo 55. Se calif¡caran como faltas graves en el servicio, las s¡guientesi

a) Las señaladas en el artículo anterior, cuando sus consecuencias revistan caracteres

de gravedad;

b) El abuso de las franquiclas diplomáticas o de las prerrogat¡vas e inmunidades

¡nherentes al cargo;

c) La negligencia o moros¡dad habituales en el cumplim¡ento de las obligaciones

inherentes al cargo;

d) La mala conducia habitualen la vida privada o en actuaciones of¡ciales;

e) La embr¡aguez habitual;

f) El ¡ncumplim¡ento de los compromisos económ¡cos personales contraídos; y

g) Cualquier otra falta que cause algún perjuicio grave a los ¡ntereses o al prest¡gio de

la república".
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Como puede notarse, se trata más de faltas morales, administrativas o éticas en el

actuar del diplomático.

Según la literal b) del Artículo prec¡tado, se cons¡dera falta grave el abuso de las

¡nmunidades y prerrogat¡vas inherentes al cargo. Este es el tema central de la tesis, el

abuso de las ¡nmunidades y prerrogativas en que incurren las personas con derecho a

estas provenientes de Estados extranjeros acreditantes. Ante estas situac¡ones debe

existir como consecuencia log¡ca y iusta, la separación de la ¡nmunidad diplomática o

consular del sujeto infractor, para que pueda ser sometido a la iurisd¡cción del país

receptor; de lo contrario la ¡nmunidad será s¡nónimo de impun¡dad.

La ¡nmun¡dad debe cons¡derarse como una neces¡dad, una ventaia conced¡da a los

diplomáticos para que puedan ejercer libremente sus func¡ones en el Estado receptor,

pero una vez abusen de su derecho, debe existir una consecuencia jurídica indefect¡ble

y apoyada abiertamente por los Estados parte. Porque los diplomáticos, por su alta

investidura, deben ser modelos a seguir y roles a emular.

Las ex¡genc¡as a eslos funcionarios extranjeros, deben ser por tanto, mayores, y las

consecuencias en caso su conducta perjudique a los Estados parte, debe sancionarse

en el Estado donde su conducta cobre efectos negat¡vos, haciendo énfasis en que la

¡nmunidad d¡plomática no es para el benef¡c¡o personal de los individuos a los cuales

les es conferida.
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Los privilegios e inmunidades diplomát¡cas son en condic¡ones ideales, las venta.ias

que se les otorgan a ciertos individuos de una mis¡ón diplomática, para facilitar el

cumplimiento de sus compromisos, consisten en una obl¡gac¡ón recíproca que asumen

los Estados de no aplicar a los representantes d¡plomáticos extranjeros su jur¡sdicción y

otorgar una serie de preffogativas con f¡nes funcionales.

Lo que se pretende con dichas exenc¡ones es la amplitud de acción en el desempeño

de la función diplomática, máx¡me eierc¡tándose ésta en un país diferente ¿l

acreditante. El Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, señala que

una ¡nmunidad diplomática es: 'La que gozan los representantes diplomáticos

acreditados cerca de un Gob¡erno, sus familias y demás personal de las embajadas o

legaciones que no es súbdito del país en que estas residen.'26

Const¡tuyen prácticas ant¡quisimas pr¡meramente de pueblos y posteriormente, del

derecho intemacional entre Estados, que pretenden por medio de la exenc¡ón de

c¡ertas reglas y el otorgam¡ento de una serie de prenogat¡vas, sumin¡strar en foma

adecuada a los representanles de una mis¡ón d¡plomática para que puedan cumpl¡r

eficazmente sus funciones y asegurar una plena libertad de acción de los agentes

d¡plomát¡cos radicados en países extranjeros. Esto, por supuesto, no sign¡f¡ca un abuso

de derecho.

26 http://buscon.rae.es/drael/ (Glatemala, 20 de noviembre de 201l)
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Al respecto, ha manifestado el Dr. Escobar: "Una razón de peso, por la cual la teoría y

práctica de los privilegios e inmunidades se aceptan de manera unán¡me, por todos los

Estados es la de que sería imposible para los funcionarios diplomáticos cumplir a

cabalidad las obl¡gac¡ones a ellos encomendadas ante el Estado receptor, si los

priv¡leg¡os e inmunidades no existieran.¿7

Se ha declarado mayor¡ta¡iamente en la doctr¡na del derecho internac¡onal, que los

pr¡v¡legios y las inmunidades son diferentes en sus alcances y terminologla.

Ciertamente, a diferencia del caso de las inmunidades parlamentarias, por ejemplo, en

materia diplomál¡ca, los pr¡vilegios y las ¡nmun¡dades, como expres¡ones en la

aplicac¡ón prácl¡ca internacional, d¡fieren el uno del otro en su signif¡cación, siendo el

privilegio el aspecto genérico y la inmun¡dad la especie; ya que toda inmun¡dad será, a

su vez, un privilegio, pero no todo priv¡legio será s¡empre una inmun¡dad. En este

sentido ha manifeslado Rojas Sáenz: "En este orden de ideas, las inmun¡dades se

catalogan como una categoría dentro de los diferentes priv¡legios... es el privilegio de

no estar su.ieto al procedim¡ento ordinario vigenie en un país dado".28

Los privilegios son defin¡dos por Morton como: "... el témino que caEcter¡za las

ventajas activas acordadas... que son inherentes a esa función, y que permiten la

mayor amplitud de acción".2e

1] Escobar Sequeira. Pedro. Ob, Cit. Pág. 1 1.

: Rojas Sáenz, Odando. Ob. Clt. Pá9. 90.
- Morton, c¡tado por Escobar Sequeira, Pedro- Privilogios o inmunidado. diplomát¡cas. Pá9. '10.
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Es entonces, las exenc¡ones o ventajas exclusivas que goza un ¡ndividuo por razón de'<g-"/
su cond¡c¡ón, que para efectos de la presente tes¡s, son privilegios otorgados con fines

meramente funcionales a quienes ocupan un cargo como agentes diplomáticos.

Mientras que la inmun¡dad por su parte la def¡ne Jan Osmanczyk como: "...e| privilegio

de no estar sujeto al procedimiento ord¡nario vigente en un país dado, que se concede

a p€Fonas fisicas y jurfdicas en virtud de las conespondientes leyes o reglas

admitidas, objeto de Convenciones lnternac¡onales... ",s es, por ianto, tan sólo una

forma de privilég¡o más. Pero por supueslo, otorgado con la finál¡dad exclusiva de

asegurarse que los funcionarios extranjeros puedan hacer de una forma ef¡caz sus

respect¡vos trabajos.

2.1.6. Ambito de aplicab¡l¡dad de las inmunidados y pdvileg¡os diptomáticos

Con el afán de real¡zar una adecuada delimitac¡ón del tema, debe diferenciarse ahora,

la esfera de aplicab¡l¡dad de las inmunidades y privilegios diptomáticos, ya que en

teoría suele confund¡rse su estudio por una parte con el siatus consular y por otra con

las Organ¡záciones lntemacionales. As¡mismo, es importante determ¡nar déntro de su

ámbito de apl¡cac¡ón a cuáles sujetos van dirigidas estas prerrogativas, der¡vado de la

importancia que en la práct¡ca t¡ene su ejerc¡c¡o, que conlleva derechos preferenciales

pero también pesadas responsabilidades entre los Estados y sus representantes.

¡Jan Osmanczyck, Edmund. Enclclop€d¡a mund¡al do rel¡c¡on€e ¡ntemaclon.les y N¡c¡ones
Un¡d8.. Pá9.643.
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a) Relaciones conaulares

Para el caso de la esfera consular, ha de entenderse que a pesar de que las relaciones

diplomáticas y consulares estén un¡das por un perfil externo común y presenten ciertas

analogias por ser parte de un sistema de relac¡ones ¡nternacionales, basadas en el

derecho internacional públ¡co de un país dado, se diferenc¡an en tres aspectos bás¡cos:

act¡vidad, representación y acred¡tac¡ón. Por otra parte, m¡entras los órganos

diplomáticos realizan declaraciones de voluntad que pasan a ser obl¡gaciones, las

actividades consulares surten efectos de derecho ¡nterno. Por ello, en forma ampl¡a, las

relac¡ones diplomáticas podrfa llegar a ser multilaterales, pero las consulares sólo

pueden ser b¡laterales.

b) Rel.cione. diplomát¡cas

En el supuesto de las relaciones d¡plomát¡cas, su activ¡dad será de táctica y polftica

¡nternacional entre lo3 Estados, mientras que tratándose de ac{ividad consular, ésta

será de carácter más técnico juríd¡co.

As¡m¡smo, la representac¡ón de la pr¡mera es respecto al Estado propiamente d¡cho,

mientras que la segunda posee una representac¡ón técn¡ca de las funciones estaiales

en el Estado receptor. Por último, la acreditación de las relaciones d¡plomát¡cas se basa

en una carta credencial y en las relaciones crnsulares se trata de una carta de patente.
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privilegios son regulados por dos Convenciones diferentes: la Convenc¡Ón de Viena

sobre Relaciones Diplomáticas de 1961 y la Convención de Viena de 1963 sobre

Relac¡ones Consulares.

c) O¡ganbmos internac¡onales

En el segundo caso de confus¡ón, las inmunidades que protegen a las relaciones

diplomáticas son diferent$ si se traian de organismos ¡nternacionales.

La diferencia radica en la acreditac¡ón entre Estados y la consecuencia bilate¡al de

reciprocidad del Estado acred¡tante y del Estado Íeceptor en el caso de la relación

diplomát¡ca en sentido estricto, ya que para los organismos ¡ntemacionales, los

pr¡v¡legios emanan de consensos de relac¡ones mult¡laterales y tienen como f¡n el éx¡to

de la Organizac¡ón, y no tanto de la mis¡ón de representac¡ón y rec¡procidad entre dos

Estados deteminados.

Al respeclo, ha dicho el Dr. Escobar: "El Organismo lnternaclonal... goza de pr¡vilegios

no sólo frente al Estado sede, sino frenle a los Estados m¡embros de la Organización...

de manera que puede sostenerse sin temor a equivocación alguna, que el interés

común de los Esiados miembros para el prest¡g¡o y éxito de las funciones de la

Orgañizac¡ón, ha generado la aplicación de los Privilegios e lnmunidades'.31

31 Escobar Sequeira, Pedro. ob. cit. Pág. 12.
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Dentro de ese ámb¡to de apl¡cabll¡dad de los

hay que diferenc¡ar asimismo, los tres grupos de sujetos que pueden verse

benefic¡ados por estas, aunque en grados diferentes.

La Convenc¡ón de Viena sobre Relac¡ones D¡plomáticas de 196'1, en el Artículo 14,

regula el pr¡mer grupo de sujetos y en ese sent¡do establece a: 'Los Jefes de misión,

categoría dentro de la cual se hallan: a) Embaiadores o nuncios acreditados ante los

jefes de Estado; b) Env¡ados, ministros o internunc¡os acreditados ante los jefes de

Estado; y c) Encargados de negocios acred¡tados ante los M¡nistros de Relaciones

Exteriores." El segundo grupo de sujetos, se encuentra regulado en el Articulo 37

¡nciso 2 de dicho cuerpo legal, el cual establece a: "Los m¡embros del personal

adm¡nistrativo y técnico de la misión' y finalmente, el tercer grupo de sujetos, es

regulado por la citada Convención en el Artículo 37, incisos 3 y 4, respec{ivamente,

establec¡endo a: 'Los m¡embros del personal de servic¡o de la misión"; y "Los criados

particulares de los miembro8 de la m¡sión".

2.1.7. Inmunidades diplomática3

Como s€ indico líneas atrás las inmun¡dades son una categoría dentro de los

pr¡vilegios. Se trata de aquellas prerrogativas que ¡mpiden someter a la jurisdicción

ord¡naria a ciertos individuos en razón de su cargo, tratándose de inmunidades

diplomáticas se identifican tres t¡pos dé inmun¡dad de jurisdicc¡ón: administrativa, c¡vil y

penal.
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La inmunidad de jurisdicción consiste bás¡camente en la inaplicab¡lidad de la ley del

Estado receptor sobre el agente diplomát¡co, careciendo de competencia para juzgar

los tribunales locales del Estado receptor, a pesar de que los hechos hubieren

acontecido dentro de sus fronteras. Al respecto, man¡fiesta el Dr. Esmbar

argumentando su apl¡cación: 'Tal inmun¡dad se iust¡fica por la necesidad que tienen

dichos Agentes de una completa independenc¡a de la iurisdicc¡ón territorial para poder

tratar, con entera libertad y el máx¡mo desembaÍazo, los asuntos que atañen a sus

respectivas misiones".32

El Articulo 31 inciso I de la Convención de V¡ena, consagra las ¡nmunidades de

jurisd¡cc¡ón "El Agente Diplomático gozaá de ¡nmun¡dad de la jurisdicción penal del

Estado receptor- Gozará también de inmunidad de su jurisd¡cción civil y admin¡strat¡va".

Básicamente, la inmun¡dad de jurisdicc¡ón en general enc¡erra a parte de la ya

mencionada inaplicabilidad de la ley en el Estado receptor, la facultad del diplomático

de testificar o no en un proceso (amás podrá ser obl¡gado al efec'to) y la ¡mposibilidad

de ser constreñido por n¡nguna med¡da de ejecución (salvo ciertos casos que serán

anal¡zados en el acápite de los límites). lnmunidades que se exponen a continuación.

a) Inmunided de ju.isdicc¡ón civil

Es aquélla que resguarda al diplomát¡co por cualquier tipo de acción civil que se llegare

a presentar en su conlra, por motivo de sus func¡ones. Se d¡ce que la inmun¡dad será

absoluta respecto de aquellos actos realizados baio la of¡ciosidad de la func¡ón.

P Escob€r sequeira, Pedro. Ob. cft. Pág. 47
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En el supuesto de no estar cub¡erto por ésta, y acontecido el acto en razón de la \yjjl

palicularidad del d¡plomát¡co, desaparece la inmun¡dad. Al respecto, establece Paz y

Puente: "Esta ¡nmunidad ex¡me al agente por ser condenado por actos dependientes

del Derecho Privado, siempre y cuando los actos hayan s¡do real¡zados en carácter de

su función".33

En cuanto a la posib¡lidad de parte de un afectado civil para acceder a la justicia,

ex¡sten dos posibles opciones de acuerdo con el Dr. Escobar, la primera sería accionár

ante el país acreditante, y la segunda opción sería que el reclamante accionara ante los

tribunales de su país (Estado receptor). Para el primero de los casos, se presupone

mayor s¡mpl¡cidad, ya que el agente no habría de gozar de los privilegios que le

conf¡ere su inmunidad, pues éste se encuentra en su pafs (Estado acreditante) y como

diría Escobar: '...los privilegios ya no cubren al Diplomático en su propia patria-..'v

pudiéndose eventualmente procesar y obtener una sentenc¡a pos¡tiva que sería

ejecutada, posteriormente, por las reglas delexequátur. Pero que, de ¡gualfoma, en la

práct¡ca se ven reduc¡das las posib¡lidades de ¡ncoar un proceso en un país ajeno.

Pero, el asunto se complica mucho más cuando se toma la segunda posibilidad como

opc¡ón de resarcim¡ento para el afeclado civil, pues en el supuesto que pudiera

accionarse ante el m¡smo pafs receptor (posibilidad de que resufta imposible si antes

no ha mediado una renuncia del Estado acreditante o del mismo d¡plomát¡co con la

autorización de su país.

s paz v puente- Jaime. ob. ctl. Páo. 82.
Esco'bar Sequeira. Pedro. Ob. C[: Pág. 57.
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De igual forma en la práctica se recusa al diplomát¡co para que éste sea removido,

dando posibil¡dad de accionar, pues a pesar de que se suspenda, su inmunidad

cubre hasta llegar a su pais).

Este d¡plomático no podría seÍ obligado siquiera a asist¡r aliu¡cio -porque es inviolable

su persona y además ¡nmune admin¡strat¡vamente-, en el leiano supuesto de poder

llévar a cabo el proceso y llegar a una sentencia favorable para el afectado civ¡|, es muy

probable de que su ejecuc¡ón presente s€r¡as dificultades, por los mismos privilegios

que éste goza (inviolabilidad de objetos, lo cual harla imposible el embargo y la

inviolabilidad personal que haría imposible cualquier tipo de constr¡cción mrporal), y lo

que es peor aún, en el caso de la renuncia debe contarse con una doble renuncia

confirmada por parte del Estado acreditante, para que proceda la ejecución delfallo, en

el remoto supuesto que se lleve a cabo el proceso civil.

Este tipo de ¡nmunidad t¡ene la caracterfstica de ser regulada más por sus lim¡taciones

y excepcion$ que por su posibilidad de ejercicio.

b) lnmunidad de jurisdicción adm¡ni3faüva

Debe entenderse como la impos¡bil¡dad de la administraclón de, Estado receptor, de

obligar en forma coercitiva a que un agente d¡plomát¡co cumpla sus leyes. Si b¡en es

cierto, tiene el deber de respetar las leyes del Estado receptor, éste último no podría

constreñ¡r bajo ninguna foma al diplomático, para que así fuere.

50



tránsito las autor¡dades policiales no pueden c¡tarlo por una ¡nfracción de tráns¡to. Esto,

muy a menudo se presta a abusos y lo que, generalmente, se hace contra éstas fattas

es que se le informa al Min¡sterio de Relaciones Exteriores del Estado receptor''.35

Al igual que la inmun¡dad de jurisd¡cción civ¡|, la Convenc¡ón de Mena regula solamente

las excepciones.

c) lnmunidad de Jurbd¡cción penal

Esta es, qu¡zá, la más polémica, pues ¡mplica que el agente d¡plomát¡co no puede ser

preso, procesado y menos condenado por el Estado receptor, cualquiera que sea el

delito que hubiere cometido. Se afirma que es la inmunidad de jurisdicc¡ón más ampl¡a,

pues abarca tanto los actos funcionales como aquellas act¡vidades derivadas de

situaciones extraofic¡ales (parece derivar de la ¡nterpretación a contrario sensu de los

Artículos 37 y 38 de la Convenc¡ón de Viena). Puede aprec¡arse que existe una

inmun¡dad calif¡cada cuando se traia de materia penal.

Esta ¡nmun¡dad es absoluta, pues abarca aclos funcionales y particulares, lo anter¡or se

desprende de la interpretación a contrario sensu de la del Artículo 37 y 38 de la

Convención de V¡ena sobre Relaciones Diplomáticas, entendiéndose que a d¡ferencia

de los jefes de misión y su personal técnico y adm¡nistrat¡vo, la inmunidad que gozan

otros que no son enviados diplomáticos, se restringe solamente a los actos ofciales.

$ Dumani, C. y Guard¡a, M. Ob, Cit, Pág. 96.
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se establece que:

Así en los Artículos referidos

Diplomáticas, 18 de abril de 1961,

"Artículo 37. 1. Los miembros de ia fam¡lia de un agente diplomát¡co que formen parte

de su c€sa gozarán de los privileg¡os e inmun¡dades espec¡ficados en los Artlculos 29 a

36, siempre que no sean nacionales del Estiado receptor.

2. Los miembros del personal administrat¡vo y técn¡co de la mis¡ón, con los miembros

de sus familias que fomen parte de sus respect¡vas casas, siempre que no sean

nacionales del Estado receptor ni tengan en él res¡dencia permanente, gozarán de los

privileg¡os e inmunidades mencionados en los Artículos 29 a 35, salvo que la ¡nmunidad

de la jurisd¡cción c¡vil y administrativa del Estado receptor espec¡ficada en el párrafo 1

del Artículo 31, no se extenderá a los actos realizados fuera del desempeño de sus

funciones. Gozarán tamb¡én de los pr¡vilegios espec¡ficados en el párrafo'l del Artículo

36, respeclo de los objetos importados al efectuar su pr¡mera instalación.

3. Los miembros del personal de servic¡o de la misión que no sean nacionales del

Estado receptor ni tengan en él res¡denc¡a permanenle, gozarán de inmun¡dad por los

actos real¡zados en el desempeño de sus funciones, de exención de impuestos y

grayámenes sobre los salarios que perciban por sus servicios y de la exención que

f¡gure en el Artículo 33.

4. Los criados particulares de los miembros de la mis¡ón, que no sean nac¡onales del

Estado receptor n¡ tengan en él residencia permanente, estarán exentos de impuestos

y gravámenes sobre los salarios que perc¡ban por sus servicios. A otros respeclos, sólo

gozarán de privileg¡os e inmun¡dades en la medida reconocida por dicho Estado.
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No obstante, el Estado receptor habrá de ejercer su jur¡sd¡cción sobre esas p"oon"" 
t'Qt'!)'

de modo que no estorbe indebidamente eld$empeño de las funciones de la m¡s¡ón".

Según el Artículo recién c¡tado, las inmunidades y priv¡leg¡os del d¡plomático se

ext¡enden a sus familiares, el personal admin¡strat¡vo extraniero gozará de los

privileg¡os diplomáticos siempre y cuando deriven del ejercic¡o de sus funciones;

asimismo, parte de los privilegios diplomálicos se extiende al personál de servicio

doméstico de los diplomáticos t¡tulares.

Por otra parte, el sigu¡ente Artlculo del mismo cuerpo legal, regula: "Artículo 38. L

Excepto en la medida en que el Eslado receptor conceda otros pr¡vilegios e

inmunidades, el agente diplomát¡m que sea nacional de ese Estado o tenga en él

res¡dencia permanente sólo gozaÍá de inmunidad de jur¡sd¡cción e inviolab¡l¡dad por los

actos of¡ciales realizados en el desempeño de sus funciones.

2. Los otros miembros de la misión y los criados particulares que sean nacionales del

Estado receptor o tengan en él su residencia peÍmanente, gozarán de los pr¡vileg¡os e

inmunidades únicamente en la medida en que lo admita dicho Estado. No obstante, el

Estado receptor habrá de ejercer su jurisdicción sobre esas personas de modo que no

estorbe ¡ndebidamente el desempeño de las funciones de la misión".

Esta noma se ref¡ere a los pr¡v¡legios e ¡nmunidades d¡plomáticas del agente nacional

u oriundo del Estado receptor. Como puede notarse, en pr¡mera ¡nstancia sus

privilegios e inmun¡dades son reducidas, pero el Estado rec€ptor t¡ene la pos¡bil¡dad de

extenderlos o ampliarlos discrecionalmente.
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Ahora bien, el Reglamento de la Ley Orgán¡ca del Servic¡o Diptomático de cuatemala,KQs-"tf

establece algunos aspectos que ¡mportan para efectos de la presente tes¡s, a saber:

"Artículo 62. Los funcionarios diplomáticos de Carrera, que incurran en las infracciones

gue de conformidad con el Artlculo 59 dE la Ley son causa de destitución, tendrán

derecho a ser oidos por una com¡sión compuesta por el viceministro de Relaciones

Exter¡o¡es, quien la pres¡d¡rá, y dos miembros del Consejo de la Canc¡llería,

seleccionados por sorteo. Ese derecho deberá ejercerse dentro de un témino no

mayor dé tres meses computados a partir de la fecha en que el func¡onario reciba la

notif¡cación de haber sido separado de su cargo".

En primer lugar se aclara que esta norma es aplicable, lógicamente, sólo a los

diplomáticos guatemaltecos. Ahora bien, establece el derecho de defensa de los

agentes cuando cometan alguna fálta adminishat¡va, moral, ética o contraria a la

carre€.

Seguidamente, el Artículo 63 del mismo cuerpo legal regula: "Los funcionar¡os a

quienes se refiere el Artículo anterior, que desearen justificarse, darán a la comisión

todas las explicac¡ones que estimen ne@sarias para la aclaración del caso y

presentarán su alegato de descargo y los documentos y pruebas que consideren

convenientes para desvanecÉrlos".
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agentes diplomáticos, ya que, como puede notarse, se establece que deben ser

escuchados oportunamente y básicamente deben aportar ante la respectiva comisión

los elementos probatorios que tengan a su favor.

Segu¡damente el Artículo 64 de dicho cuerpo legal regula que: 'La comis¡ón formulará,

dentro de los ocho días siguientes a la presentación del alegato por el aféctado, las

recomendaciones finales, que serán de carácter conlidencial, y las someterá a la

cons¡deración del Ministro de Relaciones Exteriores".

Esta noma se retiere al proceso adminisfativo que deberá llevarse a cabo

posteriormente a escuchar los descargos del agente d¡plomát¡co y resolver su

situación, establec¡endo al M¡n¡stro de Relaciones Exteriores como el órgano

competente para el efecfo.

Otro aspecto no menos importante, establecido en el Reglamento de la Ley del Serv¡cio

O¡plomático de Guatemala, en el Articulo 67, preceptúa que: "Los func¡onarios y

empleados del Serv¡c¡o Diplomát¡co nombrados o trasladados para el desempeño de

algún cargo, deberán presentarse a desempeñarlo dentro de los treinia d¡as calendario

siguientes a la fecha de su notncación siemp¡e que hayan recibido los pasajes y gastos

de representación extraordinarios.
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Los que sean trasladados y no cumplan con esta obligación, si se tratare ¿¿ 'Q¡"'
func¡onarios diplomáticos de Carrera, pasarán a la situación de "D¡sponib¡lidad por

solicitud", si se tratare de funcionarios que no pertenezcan a la Canera Diplomática o

de empleados, se considerará como no aceptado el cargo. Se exceptúan los casos en

que el ¡nteresado justifique debidamente ante el Ministerio de Relaciones Exteriores la

causa que le impidió cumplir con la obligación prescrita en este artículo.

En los casos a que se refiere el párrafo anterior, los interesados están en la obligación

de devolver al Ministerio de Relac¡ones Exteriores las sumas que hayan recib¡do por

concepto de pasajes y gastos de representac¡ón extraordinar¡os, y si no lo hicieren el

Ministerio de Relac¡ones Exteriores lo pondrá en conocim¡ento de las autoridades

conespondientes para que se deduzcan las responsab¡l¡dades penales del caso.

La Direcc¡ón Financiera y de Servicios Generales del M¡n¡sterio de Relac¡ones

Extedores deberá, inmediatamente de recibida la notif¡cación del traslado, situar al

func¡onar¡o o empleado los fondos necesarios para cubrir los países que coffesponda o

los boletos respectivos para que la persona pueda cumpl¡r con el plazo señalado en

este Artículo, así como los gastos de representación extraord¡narios, en un plazo no

mayor de qu¡nce dfas coniados a partir de la notificación deltraslado del func¡onario".

Lo que debe resaltarse de esta norma es lo siguiente: el agente diplomático debe

devolver los gastos por pasaje (v¡áticos) cuando no se presente dentro del plazo legal a

ejercer sus func¡ones, una vez nombrado.
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De no devolver el prec¡o de los pasajes, entonces el M¡nlsterio de Relac¡ones \::'/

Exteriores pr$entará la denuncia conespondiente ante el M¡nister¡o Público o la

querella, sifuera el caso, ante el órgano jurisdiccional competente, por el delito (aunque

no lo d¡ce, pero puede suponerse) de apropiac¡ón y retenc¡ón indeb¡da e

¡ncumplimiento de deberes. Es decir, esta norma precisa la responsabilidad penal de

las personas que se encuentren dentro de la carrera d¡plomática, en estatus de

d¡spon¡bil¡dad. Es decir, técnicamente no se trata de un agente d¡plomático, por lo ianto

se afima que no se vulnera la ¡nmunidad que as¡ste a estos funcionarios.

En el caso de que el d¡plomát¡co comet¡era un delito en el Estado receptor, este último

posee tres opcionB según Arbuet: "Solicitar al Estado acreditante el retko del agente;

por otro lado, acudir a los lribunales del Estado acreditante (ya que en teoría de esta

jur¡sdicción no está eximido); o, esperar a que el D¡plomát¡co term¡ne sus funciones y

acabe su inmun¡dad para poder someterlo a la jurisdicción del Estado receptor.'s

Sobre la última pos¡bil¡dad, la Convenc¡ón de Viena sobre Relac¡ones Díplomát¡cas de

1961, establece en el Artículo 39, una excepción á la regla: "...2. Cuando tem¡nen las

funciones de una persona que goce de privilegios e inmun¡dades, tales privileg¡os e

¡nmun¡dades cesarán normalmente en el momento en que esa persona salga del pafs o

en el que exp¡re el plazo razonable que le haya stdo concedido para permitirle salir de

é1, pero subsistirán hasta entonces, aún en caso de conflic{o amado. S¡n embargo, no

cesará la inmun¡dad respecto de los aclos real¡zados por lal persona en el eierc¡c¡o de

sus func¡ones como miembro de la misión".

$ Cilado por Rojas Sáenz, Orlando. Ob. Clt. Pá9. 103.
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Es dec¡r, la inmunidad es vital¡c¡a para los actos real¡zados por los d¡plomát¡cos en el 
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ejercic¡o de sus funciones. El punto toral radica entonces en determinar cuándo un

diplomát¡co ut¡l¡za un acto o función oficial como pretexto pata cometer un acto ¡llc¡to.

En el caso específ¡co del Com¡sionado de la ClClG, por ejemplo, podría argumenta¡

que en ejercicio de sus funciones sobornó a un juez (Cohecho activo) para que dictara

una resolución judicial en favor de esa Comisión para apoyar el combate a la

impun¡dad. O bien, podría acaso realizar una conferencia de prensa en que revela

intormáción reservadá de un proceso penal (caso Rodrigo Rosenberg) y cometer el

delito de Revelación de información conf¡denc¡al o reservada (Artlculo 67 de la Ley de

Acceso a la lnformac¡ón Públ¡ca), y decir que actuó en ejeÍc¡cio de su mandato. (Ver

anexo'l).

Lo anterior son posib¡lidades de acción por parté del afectado, s¡n embargo es diflcil

llegar en la práct¡ca a asegurar el cumpl¡m¡ento de alguna de las opciones, siendo más

complicado aun hacer cumplir la just¡c¡a.

En el primero de los casos, la sol¡citud de ret¡ro del agente del país receptor, no otorga

soluc¡ón alguna a la vlctima, es una simple suspensión que deberla ser de rut¡na, y no

una posibilidad, que máxime traería consigo una posible vergüenza ¡nternacional, pero

no un castigo y menos un resarc¡miento.
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El segundo supuesto de acudir a la jurisdicc¡ón del Estado acred¡tante, resulta cas¡ que

una negatoria de justicia ¡mplícita, ya que se está frente a leyes d¡ferentes, el hecho

delictivo acontec¡ó en un territorio ajeno, donde no hay posibil¡dad de tener inmediatez

de la prueba (tanto material como testimonial) y en caso de haberla, no existe

conexidad o regulación internacional alguna que norme el proced¡miento de

colaborac¡ón entre los organismos estatales de investigación y acusación (porque el

Estado receptor no puede disponer de un sujeto con inmunidad -es un círculo vic¡oso-),

la prescripción del delito es un problema porque al f¡n de cuentas es un tema donde

existe una ingente cantidad de lagunas nomat¡vas.

Asf mismo, es un doble cast¡go para la víctima tener que ir a otro pafs a ped¡r just¡c¡a

cuando el hecho fue cometido en su prop¡o territorio y por un extranjero, el asunto se

compl¡ca y revictimiza aún más si esa persona no t¡ene los medios económicos,

sociales y todo lo que ¡mpl¡ca, nuevamente se calif¡ca, el calvar¡o de acud¡r a la just¡c¡a

pronta y cumplida.

La tercera opción que apunta Arbuet, de esperar a que f¡nalice la ¡nmun¡dad del

diplomático para poder someterlo a la .iurisdicc¡ón del país receptor, en la práctica es

casi que nula, porque con anterioridad es probable que el pafs acreditante suspenda de

sus funciones al d¡plomático en cuanto se entere de lo acontecido, dejando pocas

posibilidades de accionar contra éste porque su inmunidad lo protege, ¡ncluso, en el

tránsito hasta su país de or¡gen.
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Las opciones que hoy en día ex¡sten en materia de

espec¡almente en la penal, para un sujeto afeclado por un delito cometido por un

diplomát¡co, tienen en la práctica la característica de ser un círculo vicioso de

protecc¡ón calificada respecto del representante infractor y ello es muy pel¡groso pues

permite que esa funcionalidad que caracteriza a los privilegios, se convierta en una

¡nevitable ¡mpun¡dad.

En resumen, en virtud de su cargo el d¡plomát¡co goza de inmun¡dad de jurisdicc¡ón

respecto de la ley del pafs en que ejerce su mbión, sin que ello s¡gnifique que pueda

desacatar las normas básicas del ordenamiento ¡urídico receptor, porque como

manif¡esta el Dr. Escobar: "... nada hay de peor gusto ni de menor eleganc¡a espiritual,

que pretender hacer uso del fuero d¡plomático a diesfa y s¡niestra para realizar actos,

que aunque no dignos de cast¡go, son muy criticables".3T

Aungue parece contrad¡ctorio que en materia de responsabil¡dad d¡plomática a n¡vel

¡nternacional, el diplomático no es responsable por aclos realizados en el ejercicio de la

función, es el Estado. Al respeclo, manif¡estan Duman¡ y Guardia: "El representante

d¡plomático no se hace responsable por los actos realizados como funcionario del

Estado acreditante, ya que el cumplimiento de esaa funciones, o su mala realización,

debe ¡mputarse ál Estado acreditante propiamente dicho. Es este Estado quien tiene la

responsabil¡dad en el plano ¡nternacional y no el funcionario".3s

3] Escobar Sequeira, Pedro. Ob. C¡t. Pág. 55.
"Dumani,C y Guardia M Ob. Cit Páa.86.
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Responsabil¡dad que se diluye todavla más siendo ésta ¡mputable al Estado , no 
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persona, si el ilícito se cometiere en razón de las funciones asignadas.

S¡n embargo, ese tema es de tal amplitud, que sería djgno de una ¡nvest¡gac¡ón aparte.

Lo anter¡or resulta lógico en derecho administrat¡vo, pero en derecho penal y civ¡l (más

aún si está de por med¡o relaciones de carácter ¡ntemacional) la responsabilidad se

recubre con la ¡nmunidad que al final de cuentas no hace más que crear una línea

¡ndiferenciada más para una ¡mpun¡dad.
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CAP|TULO III

3. Análisb de la neturaleza ju¡íd¡ca y lfm¡tes de la ¡nmun¡dad diplomática

Hab¡da cuenta todo lo expuesto, es necesar¡o anal¡zar cuál es la naturaleza jurídica de

las ¡nmunidades diplomát¡cas, a efecto de comprender sus alcances y lim¡tac¡ones con

relac¡ón posterior al tema de la impun¡dad como un derivado de la inmunidad

diplomática de jurisd¡cción penal.

3.1. Natursleze ¡u.idica de las inmunidades d¡plomáücas

La natuÉleza juridica es la esencia característ¡ca de todo instituto legal. Para el caso

concreto de las inmunidades diplomáticas éstas p6een la particularidad de ser

¡mpedimento pa€ procesar y sancionar en tenitorio extranjero a ciertos funcionarios,

característ¡ca pÍopia de las inmun¡dades de jurisdicción. Las ¡nmunidades cons¡sten en

una obligación reclproca que asumen los Estados de no aplicar a los representanlés

diplomáticos extranjeros sus leyes. En la doctrina internacional la no aplicabilidad de la

jurisd¡cción local se ha visto como uná causa personal de exclus¡ón de Ia pena y

raramente como una causa de just¡ficación; sin embargo, para efectos del presente

trabajo se dmeÍe de ambas posiciones, ya que la naturaleza jurldica no reside en la

exclusión de la pena o en la justmcac¡ón de la no antijuridicidad de una conducta, sino

que se trata de una causa de exclusión de la jurisdicción efraterr¡toÍ¡al.



A diferencia de las inmunidades parlamentiarias (derecho de

teoría preponderante para expl¡car la naturaleza juríd¡ca de las ¡nmunidades

diplomáticas, se trata de las llamadas causas peÍsonales de exclusión de la pena. Por

su parte, el Dr. Rodríguez Devesa af¡rma: "Las causas personales de exclus¡ón de la

pena pueden tener su fundamento en otras ramas del Derecho Público, dando lugar á

las llamadas inmunidades'.$ Cont¡núa líneas después dic¡endo que las inmunidades

diplomáticas se ub¡can dentro de esta categoría y que "...no es uña causa de

impunidad, sino una remisión a la ley penaldel país cuyos ¡ntereses representan".4o

Lá misma pos¡ción comparte el Dr. Jescheck, quien sost¡ene que los suietos que gozan

de los efectos de la extraterritorialidad están sustrafdos de la Jurisdicc¡ón por "...una

excepción juridico material en el sentido de una causa personal de exclus¡ón de la

pena".a1 De igual forma dentro del Manual de derecho penal del Dr. Bacigalupo

Zápa|€r, se vislumbra á "los priv¡lég¡os acordados por el derecho intemacional

(diplomát¡ms), dentro de la validez personal de la ley penal./2

La primera teoría no parece adecuada para argumentar la esenc¡a jurfdica de la

¡nmunidad d¡plomática, ya que la conducta seguiria siendo típica, antüurld¡ca y,

pos¡blemente culpable que si bien exime del castigo penal, da cabida para accionár la

responsab¡lidad civilmente, ¡nmun¡dad que también gozan los d¡plomáticos.

€ Rodriquez Devesa, José María. Oerecho penal.6pañol, paat6 ganeral Pág. 627e rtu- É¿o szz
'l Jeschec-k Hans, Heinrich. Tratado de dorecho penal Pá9 251.
" Bac¡galupo zapaler, Enrique. lr¡nu¡l de dergcho ponal. Pág. 64.
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Además, lo que se está excluyendo realmenfe no es la pena, s¡no la jurisdicción que \i::i'l

cono@rá de la mbma. De igual forma se le da un tono de personal a un privileg¡o que

en buena teoría es producto de la función de representat¡v¡dad.

Una perspect¡va poco comparlida es la de Luis J¡ménez de Asúa, quien establece que

"los privilegios de func¡ón se ub¡can dentro del ámbito de las causas de justif¡cación por

el cumplimiento de un cargo o profesión (Pgrlamentaria y Diplomát¡ca) alud¡endo a la

famosa cita qui íure utitur neminem laedit (cuando se obra en ejecución del Derecho no

se delinque).'a3 Posición que el presente estudio no comparte en lo absoluto por ser

ajeno al f¡n m¡smo de la inmunidad de jurisdicción, que no es precisamente el permitir

cualquier conducla (¡ncluso aquellas contraias a Derecho) pues no se está ante una

permisib¡lidad, s¡no más bien ante una prohibición de castigar esas conductas por falta

de competencia jurldico material.

S¡ bien es cierto se está frente a una inaplicab¡l¡dad de la ley, es solamente como

producto de la exclusión de la jurisd¡cción (a diferenc¡a de la ¡ndemnidad parlamentaria,

donde la inapl¡cabilidad actúa en forma directa al encontrarse el diputado dentro de la

soberanía teritorial de su propio Estado, es por ello que su naturaleza jurídica nace

precisamente de esa ¡napl¡cab¡l¡dad, no así para un diplomático, pues se encuentra

bajo el componente de la extratenitorialidad que ¡mposibilita la apl¡cación de la

jur¡sdicción y como respuestia la de la ley).

4 Jiménez de Asúa, Lu¡s. Tr¡t¡do de derecho pénal, tomo lV segunds parto: l¡9 caugag de
¡ultificación. Pá9. 1401.
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La naturaleza jurfdica de las inmunidades d¡plomát¡cas (entend¡das en sentido estr¡cto) \q"' '

dif¡ere de seÍ cualqu¡era de los dos enfoques anter¡ores, ya que ambas hacen

referenc¡a ya sea a la no imposic¡ón de la pena o a la falta de antüuridicidad de la

conducta misma, cuando no se trata del derecho de fondo, ni tampoco de hacer el

examen del delito, pues la imposibilidad lejos de ser derecho mater¡al se trata de una

falta de comp€tencia de carácter jurisdiccional. Por el contrario, es un asunto más

procesal que mater¡al, ya que el Estado receptor del lodo no entra a conocer de la

conducta porque le es jurisdicc¡onalmente improcedente.

El Dr. Jescheck, de algún modo hace refetenc¡a a este aspecto de la procesalidad

cuando afirma, posterior a dec¡r que en la inmun¡dad d¡plomática s€ trata de una causa

personalde exclusión de la pena, lo s¡gu¡ente: "Pero es p¡eferente la Teoría Procesal...

porque explica mejor el resurgim¡ento del Poder Punit¡vo de un Estado. cuando el otro

renunc¡a a su privilegio'.e Es allí, precisamente en la posibilidad de renuncia donde se

vislumbra más la similaridad procesal.

lnclusive la aprox¡mación de este ¡nst¡tuto respecto de la inviolab¡lidad parlamentaria,

cuya naturaleza jurldica es un obstáculo procesal que puede ser levan¡ado por el

desafuero, resulta más o menos similar argumentar que esa imposib¡l¡dad de

jur¡sdicción en la ¡nmunidad diplomát¡ca, responde a un mismo requ¡sito de orden

procesal, claro de que por razones de fondo, para poder apl¡carse extraterritorialmente:

la renuncia.

{ Jescheck Hans, Heinrich. Ob, C¡t. Pág. 251.
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Se trata, entonces, de úna causa de exclusión de la jur¡sdicción extratenitorial, ya que 
-

si se ven exclu¡das la pena o la antijuridicidad, es por razones de que no procede a

conocerse del asunto por falta de competencia jurisdiccional, por motivo de

extraterritor¡al¡dad. A ello, es necesar¡o agregarle el componente representac¡ón oficial

del Estado acreditante, que debe engalanar todo diplomático. Razón para entender que

no es a cualquier extraniero que se le aplicaría la exclusión por encontrarse fuera de

sus fronteras, sino que es un priv¡legio que obedéce a la representación de un

funcionario en un estado ajeno al suyo.

Finalmente, respecto de la naturaleza juríd¡ca del resto de privilegios diplomáticos

queda de más decir que por tratarse de prerrogativas de cortesía entre países, son

acuerdos de hecho que no constituyen derechos propiamente y se basan en la

rec¡procidad de trato entre los Estados, 'az6n poÍ la cual la esencia de d¡chos

priv¡leg¡os se retrotrae a la usanza y correspondencia internacional.

3.2. Límit$ de la inmunidad d¡plomát¡ca de jur¡sd¡cción penal

Respecto de los límites de las inmunidades diplomát¡cas puede af¡marse lo s¡gu¡ente,

para los diferentes t¡pos de inmun¡dad de jurisdicción. Se dice que las inmunidades se

limitan en razón de la persona (rationae personae), de la mater¡a (rationae materiae),

del tiempo (rat¡onae temporis) y en razón del tenitorio (rationae loci). As¡mismo, un

lfmite a esa inmun¡dad de jurisdicc¡ón respecto del Estiado receptor es la aplicación de

las leyés del Estado acreditante.
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Los límites de las inmunidades de jur¡sd¡cc¡ón dependerán de la postura doctrinaria que

se s¡ga en los países donde se encuentran las represenlac¡ones.

N¡ s¡qu¡era en el ámbito doclr¡nal, existe una solución definitiva, ya que existen dos

tendenc¡as por segu¡r en la práctica; la protecc¡ón de la inmunidad absoluta y la

inmunidad relativa. Al respecto, ha manifestado el Lic. Chartier Fuscaldo: 'La primera

surg¡ó en Gran Bretaña c¡n el caso del Parlamento Belga (1880), restr¡ngida

actualmente por State lnmunity Act de 1978, que conf¡ere la ¡nmunidad ex of¡c¡o... La

teoria de la inmunidad relat¡va surgió en Bélg¡ca, a part¡r de 1840, seguida en ltalia, en

Egipto, en Suiza, en Alemania, en Austria, en Jordania y, actualmente, es consagrada

en EEUU y en otros pafses de Europa Occ¡dental, donde no hay inmunidad para los

actos de gestión'.€

Algunos lim¡tes apl¡cables a todos los tipos de inmun¡dades de jurisd¡cción son:

L EI Diplomátim no está obligado a testif¡car. Se ha discut¡do mucho en fa doctr¡na s¡

el hacerlo implica una pérdida de la ¡nmunidad, respecto altestimonio que otorgue y

tenga, eventualmente, que enfrentar luego alguna demanda por el testimon¡o

proporc¡onado, o si, por el contrario, s¡gue cubierto por ¡a inmunidad. Lo más

util¡zado en éstos casos es solic¡tar el test¡mon¡o via diplomát¡ca, de tal forma la

¡nmun¡dad queda asegurada.

s Chart¡er Fuscáldo, Michel. La inmunld¡d d. ¡uri.d¡cc¡ón: ¿perñlso pera dslhqu¡r?. Págs. l53
172
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Ese proced¡m¡ento según el doctor Escobar Sequeira es el siguiente: "El tribunal que 
\'1" '

requiere del testimonio dirige una sol¡citud al Ministerio de Relac¡ones Eferiores del

Estado acreditante, para que se haga part¡cipe y exhorte al agente diplomático a dar su

declaración y es este M¡n¡ster¡o, quien señala fecha y hora para que su funcionario

realice la d¡ligencia. En muchos casos, la declaración es recog¡da en forma pr¡vada en

la res¡denc¡a del mismo diplomático por un funcionario especial designado al efec{o.'ao

ll. La inmun¡dad de jurisd¡cc¡ón en el Estado receptor no exime al diplomát¡co de la

jurisdicción de su país. Éste es e, argumento más ut¡lizado para defender a la

¡nmunidad de jurisdicc¡ón y deslegit¡mar las posibles ¡mpunidades que ella pudiera

generar.

lll. S¡ el agente diplomát¡co entábla una acción jud¡c¡al no puede alegar inmunidad de

.iurisdicc¡ón. Al respecto, se supone que si fue el mismo d¡plomático, qu¡en insfuyó

el proceso no puede alogar su inmunidad de jur¡sdicc¡ón una vez ¡niciado éste.

3.2.1. lnmunidad de ¡urisd¡cción civ¡l y adm¡nistaüve

Ambos tipos de ¡nmunidad de jurisdicción poseen los m¡smos lím¡tes de acuerdo con la

Convención de V¡ena, Artículo 31. Por ello, gon presentadas juntas bajo este aép¡te de

los lím¡tes. El primero de ellos se trata de las acc¡ones reales sobre bienes ¡nmuebles

particulares, radicados en el Estado receptor a título part¡cular por parte del d¡plomático

y que no obedezca a f¡nes de la mis¡ón.

€ Escobar Sequeira, Pedro. Ob. Clt Pág. 49.

69



,if":ñ--;\
ÁY-; rd ¡d;9\

(iio=&;"|¡l
\1".,,,9

Lo anterior es una excepción a la ¡nmunidad de jurisdicc¡ón, pues es lóg¡co que si los 
-

bienes no pertenecen al Estado acreditante, cualqu¡er asunto que devenga de ellos

carece de la carac{erist¡ca de la representac¡ón, razón por la cual conoce la jurisdicc¡ón

del Estado receptor, se desprende del princ¡pio de soberanía sobre la matería. Al

respecto, ha d¡cho Dumani y Guardia: "Es diflcil poder determinar cuando el ¡nmueble

se posee para f¡nes particulares y cuando para fnes de la m¡sión, pero esto es una

cuest¡ón de prueba. En caso dé duda para decid¡r el asunto... deberá aceptarse lo que

asegure el Estado acred¡tante a través de su Ministerio de Relaciones Exteriores'.47

Acerca del mito de que las embajadas son suelo del Estado acreditante (ver anexo 2).

La segunda excepción a la inmun¡dad de.iurisd¡cción civil y administrat¡va es el caso de

una acción sucesor¡a en la que el agente diplomático f¡gure a título privado y no en

nombre del Estado acreditante, es el caso de ejecutor de testamento, legatario,

heredero o adm¡nistrador dentro del proceso sucesodo. Siendo la ley operante la del

país donde se abre la sucesión. Lo más ¡mportante es que la suces¡ón no se vea

entorpecida o atrasada por inmunidades de iurisdicc¡ón.

La última excepción a las inmun¡dades de jurisdicción c¡vil y administrat¡va, es el

supuesto de una acción referente a cualqu¡er act¡vidad profes¡onal o comerc¡al ejerc¡da

por el agente diplomático en el Estado receptor, que no sean parte de sus tunciones

of¡ciales (estaría nuevamente fuera del ámb¡to de la función de representac¡ón).

a7 
Duman¡, C. y Guard¡a, M. ob. cit. Pág. 93
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ejercer activ¡dades comerciales y

Bajo estos tres últ¡mos supueslos el diplomático sí puede ser objeto de medidas de

ejecución, siempre y cuando no se vea afectado con ello la ¡nviolabilidad personal y la

inviolab¡lidad de su residenc¡a.

3.2.2. lnmunidad de ¡udsd¡cc¡ón penal

Tradicionalmente, la inmunidad de jurisdicc¡ón criminal se ent¡ende absoluta, pues, en

principio, abarca todos los actos delictuosos que devengan tanto de la función como del

actuar particular del diplomático. En la actualidad y a part¡r del año 1984, se ha ven¡do

sosteniendo una tesis restrictiva de ¡nterpretación de la inmun¡dad penal en mater¡a

d¡plomática, por su parte, la Univers¡dad de Harvárd y su escuela de derecho han sido

f¡eles seguidores de esta posición que Intenta restring¡r las inmun¡dades de iurisdicc¡ón,

en especial la penal, en casos donde ex¡sta una fuerte sospecha de la comisión de un

delito que no sea funcional, por parte de un diplomát¡co, ¡ncluso -el Senado de Estados

Unidos postu¡ó la necesidad de renegoc¡ar la Convención de Viena en lo referente a

inmunidades y privilegios, para poder limitarlas bajo ciertas c¡rcunstancias como el caso

del flagrante delito.4 La teor¡a restrict¡va, sin embargo, se apl¡ca sólo en doctrina, pues

la Convenc¡ón de V¡ena s¡gue reglando en forma ¡rrestr¡cta el tema de las inmunidades

crim¡nales.

€ Harvad lntemat¡onal Law Joumal, Vol. XX¡X, Número 2. Págs. 535 - 538.
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Al igual que el caso de la ¡nviolab¡l¡dad personal, existen en doctr¡na supueslos Ou" 
9'-

lim¡tan la inmun¡dad de jurisdicción penal, tales el caso de:

"1. Legítima defensa ejercida por un part¡cular en contra del Diplomát¡co.

ll. Actos relac¡onados con delitos de conspirac¡ón o aquéllos que alteren el orden y la

segur¡dad pública del Estado receptor, que ameriten implantar medidas de defensa.',ae

Al respecto han manifestado Duman¡ y Guard¡a: "...compartimos las estípulaciones de

esta teoria restr¡ctiva en el sentido de que, s¡ bien es necesaria una protección

completa para el representante diplomát¡co y para sus funciones, deben distinguirse;

s¡n embargo, éstas de las funciones privadas que realice como un particular cualquiera.

En estos casos, el diplomático debe tratarse como una persona común'.so

Se comparte la tesis restricl¡va, pues no habría fundamento jurídico alguno para alegar

la inmunidad de un d¡plomático que comete delitos no funcionales, ya que la razón de

su privileg¡o reside en la func¡onalidad y representac¡ón de su acluar. parece ser que

en materia penal, a pesar de que se acentúa la gravedad de los acontecimientos, la

protección respecto de la inmunidad se calif¡ca pues abarca no sólo los ilícitos

funcionales, sino también aquellos efraof¡c¡ales, siendo una alcahuetería tal protección

que carece de justmcación ¡ógico-jurídica, pero ante todo, es detem¡nante que una vez

el objeto de la inmun¡dad d¡plomática sea desnatural¡zado o se abuse de esta,

entonces tal prenogativa debe ser retirada.

at Pérez de Cuellar. Javier. Ob. C¡t. Páo 8'1s Dumani, c y crraroia. rur. óu. éñ. eai. rót
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En conclusión, en materia de llm¡tes y caracterlst¡cas de las prerrogativas diplomát¡cas

se regula poco y a favor del d¡plomát¡co, la Convención de Viena n¡ s¡quiera se adentra

a regular lo mín¡mo y es de esperar que Ia Ley Orgán¡ca del Servicio Diplomát¡co de

Guatemala no lo haga tampoco. Urge una adecuada del¡mitación al tema de las

¡nmunidades de jurisd¡cción y los demás privilegios d¡plomáticos.
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CAPiTULO IV

¿1. Anállsis ds la ¡nmunldad d¡plomáüca como fuonts de ¡mpunidad

Las ideas anteriores fueron bases fundamentales para considerar no menos ¡mporlante

la neces¡dad de desarrollar en el presente capítulo el problema estructural de la

impunidad producto del uso ¡nadecuado de la inmunidad diplomát¡ca, ya que

obv¡amente, gran parte de la ausencia de persecución penal en contra de agentes

diplomát¡cos o similares que cometen abuso de poder, actos ilícitos o que se

¡nm¡scuyen en asuntos de Estado, aún cuando su conducta iregular es pública,

reiterada y flagrante, se debe a mot¡vos políticos o incluso clasistas, lo cual

ind¡scutiblemente no se comparte, ya que estos resulian impunes al amparo de su

inmunidad.

4.l.lmpun¡dad

La ¡mpunidad, por su naturaleza, es contraria a los derechos humanos, en

lat¡noamérica, ha sido h¡stóricamente, y continúa siendo hoy en día, la manera más

frecueñte en que impera la violación sistémica de estos. S¡n embargo, en la actual¡dad,

los defensores de estos derechos han tomado concienc¡a del s¡gnificado y de las

tenibles ¡mplicac¡ones del flagelo de la impunidad que ¡mpera como enfermedad

endém¡ca de los pueblos.
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La ¡mpun¡dad está referida a todos los derechos humanos en su ¡ntegral¡dad, se trata

de ante todo de un obstáculo para hacer justicia, para esclarecer el conocimiento de la

verdad, lo cual, en úttima instanc¡a favorece la reproducción de los crimenes y el

debil¡tam¡ento de las bases democráticas.

En el mismo sentido, lo explica la doctora Soraya Long Saborlo: '...1a ausenc¡a o

insuficiencia de invest¡gación, eniuic¡am¡ento y cast¡go a los responsables de las

violac¡ones de derechos humanos. Lá impun¡dad es por si una violación a los derechos

humanos y no solamente una coraza de protección a las violaciones de esos derechos

Es generalmente producto de polfticas deliberadas que actúan como complementos

necesarios para las polít¡cas dé v¡olación de los derechos humanos".5l

Parafraseando al profesor Barahona,'la ¡mpun¡dad es un mmponente estruclural de la

violación sistemática de los derechos de las personas y de los pueblos. Comporta

esencialmente la privac¡ón del derecho a la justicia, ya sea por acción o por omasiÓn

Estatal.É2 Para el Dr. Kai Ambos, por otro lado, "puede diferenciarse la impunidad en

sentido lato y estricto, siendo la pr¡me¡a aquélla relacionada con los hechos

subordinados al derecho penal general, y la segunda a la violación de derechos

humanos universalmente protegidos.'53

s1 Long Saborlo, Soraya. La lrnpunldad en Centro.mér¡ca: caus¡r y elocto3. Pág. 111.

"1 Barahona Kruger, Pablo. CoÍupclón c lmpunldadl corielaciones € ¡mpllcaciono€. Pá9. 108.
- Ambos, l(ai. lmpunld¡d y dor.cho pgnsl lntomaclonal. Pá9. 31.
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La impun¡dad frente a ta violación s¡stemática de derechos humanos, posee dos v

dimens¡ones: una especif¡ca donde se desatiende la ley y la justicia en forma casuística

para casos en @ncreto y otra d¡mens¡ón general, donde se suman múlt¡ples casos de

impunidad, es a lo que el Dr. Manuel Rodríguez Cuadros llama'...expresiones

¡nstitucionales estructurales de la ¡mpunidad".s El v¡ejo adag¡o de que la impunidad

engendra el desprecio a la ley, es producto de la falta de justicia de aquellas

v¡olaciones de derechos humanos que, por un lado teór¡co, se jacla defender y, por otro

práctico, d$cuida con la falta de ¡nv$tigac¡ón y sanc¡ón. "Esa falta de sanción

equ¡vale a dejar ¡ntactas las estructuras que abren paso a la impun¡dad y, con ello,

consent¡r conductas que hicieron pos¡bles crfmenes, elud¡endo responsabil¡dades

sociales a futuro."55

Se está ante la neces¡dad de no solamente tutelar, sino de garantizar el cumpl¡miento

efectivo de dicha tutela. No invest¡gar ¡i castigar las g€ves violac¡ones a los derechos

fundamentales protegidos nacional e internac¡onalmente equ¡vale a dejar ¡ncólumes las

estructuras que hicieron pos¡ble engrosar la crim¡nalidad, y lo que es peor eludir la

responsabilidad de estos. Al respecto, manifiesta el Dr. Rodolfo Mattarollo: "La falta de

sanción de graves violaciones de los derechos humanos equivale a detar ¡ntactas

estrucluras y a consent¡r las conductas que h¡cieron pos¡bles tales crimenes y eludir

una responsab¡lidad elemental frente al futuro: la de salvaguardar los valores básicos

de la mnvivencia civilizada".$

s Rodriguez Cuadros, Manuel. lmpunid.d y derochoe hum¡nos. pág. 26.* Mattarollo, Rodoltu. lmpunld.d, dorochoc hum¿noe y defoña ¡uldlca ¡ntarn.cional. pág. 15.* rb¡d. Páq. 17.
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La ¡mpunidad será s¡empre una sistemática v¡olac¡ón de los derechos humanos, en \g:y'

tanto prohíba el acceso fundamental de las víctimas a la justicia, a lá posib¡lidad de

conocer la verdad, al derecho mín¡mo de procesar a los infraclores de los derechos, a

la certeza de un pÍoceso tÍansparente y ético, a la necesaria reparac¡ón del daño

causado y, por supuesto, al mínimo de imponer una sanc¡ón ante las atrocidades.

Es tarea de titanes luchar contra el flagelo de la ¡mpunidad, tanto a nivel nac¡onal mmo

¡nternacional; sin embargo, toda persona es sagráda y por el sólo hecho de ser tal,

independientemente de su origen y condiciones sociales o ideológicas, es digna de

respeto, y el Estado así como la Comun¡dad lnternacional están en la obligación de

garantizar el adecuado cumplim¡ento de los derechos humanos.

Al respecto, ha manifestado la Organización de Naciones Un¡das en la Resoluc¡ón 34

de la Comis¡ón de Derechos Humanos delAlto Comisionado de Naciones Unidas para

los Derechos Humanos, de 26 de abr¡l de 1999, en la cual subraya la importanc¡a de:

"luchar contra la impun¡dad para prevenir v¡olac¡ones de los derechos humanos y del

derecho humanitario ¡nternacional e insta a los Eslados a que presten la necesaria

atención a la cuestión de la impun¡dad respecto de las violac¡ones de los derechos

humanos y del derecho humanitar¡o ¡ntemacional, en particular las cometidas contra

mujeres, y a que adopten medidas apropiadas para hacer frente a esta ¡mportante

cueslión.
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La violación de los derechos humanos excede la mera com¡s¡ón del aclo infractor, s¡no

que trasciende a la responsabil¡dad estaial no sólo de ¡mpedir que se den, s¡no que una

vez acontecidos se debe investigar, procesar, castigar y resarcir adecuadamente a las

victimas de cualqu¡er ateniando contra sus derechos más fundamentales. En esa

efectiv¡dad del castigo, consiste el reto de la impun¡dad. La insaciable cantidad de

violaciones a los derechos humanos consecuencia y consecuente de la impun¡dad, asf

como la no coinc¡dencia de la frecuencia del fenómeno en países en desarrollo como

los lat¡noamericanos, constituyen razones de peso para plantearse una serie de

inteÍrogantes acerca de sus pos¡bles causas.

4.1.1. Defin¡c¡ón de ¡mpunidad

La palabra impun¡dad proviene del sustantivo lat¡no impunita - atis término que indica

en forma literal sin castigo, en la actualidad su significado continúa invariable, pues

bien lo def¡ne la RealAcademia de la Lengua Española como "la falta de cast¡go."57 De

igual forma Kai Ambos define ¡mpun¡dad como: 'la ausencia de pena, no punib¡lidad".s

En el m¡smo sentido ha manifestado el profesor Barahona lo s¡guiente: 
-La impunidad

ha de entenderse como fatta de cast¡go, de investigac¡ón, de justicia. La pos¡bil¡dad de

cometer delitos -desde robos comunes hasta v¡olaciones, torturas y hom¡cidios- sin

tener que sufrir pena alguna. Y por lo tanto, la aprobac¡ón ¡mplicita de la moralidad de

esos crímenes".59

57 hfiD/buscon.rae.es/drael/ (Guatemala. 20 de noviembre de 201'l)
$ Ambos. Kai. Ob. clt. Pá0. 29.s Barahona Kruger, Pablo. Ob. Cit, Pág. '105.
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La impunidad ha de concebirse como un problema estructural, que dev¡ene de la 
t:!!1y'

negación de la just¡cia y la ausencia de castigo, ya sea por razones de derecho o de

hecho, pero cuyas repercusiones, iÍemediablemente, atacan d¡recta o indireclamente

la estructura soc¡al y el Estado de derecho. Se trata del más terible olvido de los

pueblos, pues su práct¡ca cotidiana se reviste de des¡gualdad, injust¡cia y validación de

conductas del¡clivas.

Precisar la ausenc¡a del cumplim¡ento de la just¡cia y, por lo tanto, la v¡o¡ac¡ón de

derechos fundameniales jamás será una tarea fácil, menos aún en un Estado que hace

llamarse de derecho y de cuya Constitución emana la garantía de toda petsona para

ac@der a la justicia, es allí cuando 'la ¡mpunidad deja de ser un mero fenómeno

jurfdico, y se conv¡erte en un problema estructural pues sería ingenuo pensar que la

¡mpun¡dad se ci¡cunscribe al ámbito meramente juridico.óo La acción u omisión del

Estado y de los c¡udadanos conlleva a la impun¡dad, cuya inev¡table consecuencia

reside en el detrimento de las ¡nstituc¡ones sociales y, por supuesto, democráticas. Bien

dio el Prem¡o Nobel de la Paz Adolfo Pérez Esquivel "La democrac¡a no se puede

construir sobre la ¡mpunidad".

lmpunidad es un concepto que sobrepasa las líneas de la mera term¡nología legal, se

trata de un asunto soc¡al, cultural, económico, ético y hasta psicológico, cuyas

repercus¡ones la hacen ponderarse en una esfera que ex@de lo meramente juríd¡co y,

por lo tanto, acreedor de llamarse un fenómeno instaurado.

m Barahona Kruger, Pablo. Ob. Cit, Pág. 106.
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Pues la ¡mpunidad es tan sólo la punta del ¡ceberg debajo del cual puede encontrarse

una infinita gama de injust¡c¡as, crimen, y por supuesto corrupción

A causa de que la sistematización de dicho fenómeno ha sido escasa y varla de país a

pais depend¡endo de las experiencias propias, el concepto de ¡mpunidad será

estudiado en una doble clasificac¡ón: impunidad normat¡va o de derecho y la impunidad

fáct¡ca o de hecho, esta última con tres sub-clas¡ficaciones denominadas: legal,

procesal y ético cultural.

4.1.2. Clases de impun¡dad

Ex¡ste¡ una gama innumerable de tipos de impun¡dad, sin embargo con el afán de

abarcar en forma un poco más genérica el fenÓmeno, la presente investigac¡ón las

clasifica en dos grades grupos: la impun¡dad de derccho o normativa y la ¡mpunidad de

hecho o fáclica.

a) lmpunidad normativa

Se entiende por impunidad de derecho o normativa, tamb¡én llamadas leyes de

¡mpunidad, a todos aquellos mecanismos formales, preestablecidos por un Estado, que

abren port¡llos creados legalmente, tendenles a proteger, avalar y hasta fomenlar la

impun¡dad. Se trata de f¡guras jurtd¡cas que pol' estar amparadas a derecho, no suelen

cons¡derarse como parte del problema de la impun¡dad.
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Sin embargo, tales f¡guras juldicas, son quizá una de las formas

este fenómeno, precisamente por ser patrocinadas por la legalidad

no siempre mincide con la iusticia ni la ética.

Al respecto ha manifestado el profesor Barahona: 'Si se estab¡ece un anál¡s¡s r¡guroso

y netamente juricista, podrla concluirse que los casos de ¡mpunidad de derecho no son

impun¡dad realmente, dado que se amparan a la ley o, en todo caso, se subordinan a

acciones ampáradas a derecho. No obstante, ésta no pareciera ser la tes¡s correcta,

pues como bien se áclaró desde los apunt$ ¡ntroductorios, la impunidad no es un

problema de índole legal exclusivamente, sino que comporta también elementos de

ética".61

La ¡mpun¡dad de derecho puede obsérvarse en figuras jurídicas como: el ¡ndulto, la

amnistia, los estados de necesidad, la prescripción en ciertos casos, excusas

absolutor¡as, y no puede faltar en la lista, el tema central de esta tes¡s: las inmunidades.

Mecanismos que se particularizan por obstaculizar la just¡cia y esconder bajo su manto

de perm¡s¡bilidad o de abstracción jud¡c¡al, conductas ¡lícitas que quedan s¡n punición.

Lo peor de todo, es que son legales, son derecho: derecho de unos cuantos a delinquir

sin ser cast¡gados.

Es lo que el profesor Barahona llama'el derecho a ¡a ¡mpunidad, o lo que es igual, la

impunidad como derecho".62

:lBarahona Kruger. Pablo. Ob. Cit. Pág. 106
" tbid. Pá9. 106.
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Lo más preocupante de este tipo de ¡mpun¡dad normat¡va, es que se confunde lo legal

con lo ético y en proporc¡ones desiguales, ya que los parámetros de aceptac¡ón

delict¡va solamente se aplican para unos pocos y en ciertos casos. A ello, habrla que

sumarle la d¡storsión con la que d¡chos ¡nstrumentos contr¡buyen en la formac¡ón de

cr¡terios ético culturales que se traducen no sólo en la mera percepc¡Ón teór¡ca, sino

que también en la denuncia y la reportabilidad.

Es preciso recordar que no toda ley necesariamente obedece a razones éticamente

correctas, y quc si bien 3e e3tá legitimado para ello, no ¡mplica per se la moralidad de

la acción. La impunidad trasciende lo meramente jurldico y precisamente su acepción

normativa, ejempl¡fica lo dicho. Negar la impun¡dad de derecho por encontrarse

legalizada, es ¡nclusive peor que no visualizar las impunidades de hecho, pues es más

peligroso todavla @ntar con figuras avaladas institucionalmente (legal y hasta

constituc¡onal) capa@s de socavar la propia ¡nst¡tución que les dio v¡da.

En este sentido, continúa el profesor Barahona afirmando: 'Defender la tesis de que no

existe impunidad allí donde la ley no lo señala, sería validar las leyes borador, que no

pretenden sino borar o desaparecer actuac¡ones que s¡ fuesen proseguibles se

tornarían más visibles y por ende reprochables".63

Se trata dé una de las caras de la ¡mpun¡dad select¡va, que en el presente trabajo se

denominará pos¡tiva, pues se está frente a un asunto de políticas crim¡notógicas

excluyentes y promotoras de cierto tipo de criminalidad.

sBarahona Kruger, Pablo. Ob. Cit. Pág. 107.
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Para el caso que ocupa esta ¡nvest¡gac¡ón (las ¡nmun¡dades) d¡cha selectividad 
\9--

normat¡va positiva, podrfa, inclusive, llegar al fomento de una criminalidad de élite. Se

abren puertas legales para que por medio de una ley se faciliten los obstáculos idóneos

para cometer ¡lfcitos y escapar campante de la juslicia.

b) lmpunidad fáctice

La otra bifurcac¡ón de la impunidad se trata de la ¡mpunidad de hecho o fáct¡ca; ésta,

por su parte puede presentarse bajo una serie de factores: legales, procesales y ét¡co-

culturales. La impun¡dad de hecho es aquélla que no amparada por el derecho,

promueve la falia de sanción de conductas antijurídicas.

b.l) Legal

En el pr¡mero de los casos la impunidad fáctica se presenta bajo una perspect¡va de

ausencia legal, más b¡en se trata de la falta de penalización de ciertas conductas que

no son consideradas ilfcitas por el ordenamiento jurldico. Se trata de la no penalización

de formas deliGlivas. Al respecto, ha manifestado el Dr. Ka¡ Ambos: 'lmpunidad...

¡mplica la no penal¡zac¡ón de comportamientos (acc¡ones u om¡sione3), que encajan en

princ¡pio en el derecho penal nacional maierial y que hacen parte de la cr¡m¡nalidad

común, pero que desde un primer p¡ano fáciico, no se encuentran penalizados a causa

de los escásos fundamentos normativos".s

s nmbos, Kal. Ob, Cit. Pág. 72.
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Esta sería la contracara de la ¡mpunidad select¡va en su acepción negativa, la cual en \4" "
contraposición a la positiva, no crim¡naliza conductas que si b¡en son consideradas

indebidas, malas, o desv¡adas por la soc¡edad, no poseen, formalmente el carácter de

delito y por lo tanto, no son sanc¡onables ni perseguibles por los mecan¡smos formales

(represivo3) de control soc¡al, sin que ello qu¡era dec¡r que ex¡sta repud¡o en las esferas

informales de la soc¡edad (ejemplo: la falta de criminalizac¡ón de la compra de objetos

robados *receptac¡ón-). El efecto sería el m¡smo: la falta de sanción, no

especfficamente de delitos tipificados, sino de crfmenes infomales que afectan la

sociedad, y aún asi escapan del castigo y de la justicia por la supresión de nomas

penalizantes.

Debe quedar claro, de que la respuesta a los problemas de impun¡dad no res¡den,

necesar¡amente, en la proliferación de normas punitivas, todo lo contrar¡o, es un asunto

de certeza del pronto y adecuado castigo de las normas existentes y no tanto de

prevenc¡ón general. Lo cual hace reafirmar que la certeza del castigo y la exigencia de

este es el mayor reto a la impunidad.

Sin embargo, por otro lado existe una necesidad ¡naplazable por parte del Derecho y,

de ello, no escapa la rama penal, de seguirle el hilo a la realidad cambiante de toda

sociedad y s¡endo el del¡to parte ¡ntrinseca de la misma, es de esperar que el

ordenamiento se adapte a esas nuevas formas que generan conflicto. Ello, sin

embargo, ya cae en un asunto de polftica criminal.
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'\q¡,1rj./b.2) Procasal

El segundo supuesto de la ¡mpunidad de hecho, se traduce en el aspecto procesal,

entendiendo dent¡o de éste a todas aquellas posibles ventanas dentro de un proceso,

por las cuales puede filtrarse la impunidad. Dentro de la misma puede encontrarse

cuatro fases en las cuales se presenta la impunidad procesal, donde existen algunas

d¡fereñcias dependiendo del estado del proceso: la fase de denuncia, la fase de

investigación, la fase procesal en sent¡do estricto y la fase de eiecuc¡ón. As¡mismo,

dentro de cada respectiva fase puede presentaBe diversas fomas de manifestación,

que seÉn detalladas lineas abajo.

Pert¡nente es señalar en qué consiste cada fase. La fase de denunc¡a es aquélla donde

opera el accionar por medio de una acusación formal o infomal, al s¡stema judic¡al para

que conozca acerca de la eventual com¡s¡ón de un hecho deliclivo. La impunidad en

esta fase es producto de la omis¡ón de la denunc¡a por parte de la persona @no@dora

del ¡líc¡to (vfctima, testigo o estado), qu¡en por diversas razones desat¡ende la

pos¡b¡lidad de acc¡onar el aparato represivo. En materia criminológ¡ca se denomina a

este fenómeno reenvio. Acá la responsab¡l¡dad recae sobre los ciudadanos y el Estado,

se caracteriza la impunidad por la falta de denuncia que traerá como consecuenc¡a la

llamadá c¡fra obscura de la criminalidad. Al respecto, manif¡esta el Dr. Kai Ambos: ,La

impunidad representa de hecho una preclusión anticipada, como qu¡era que en ese

caso nunca se llega a un proceso de ¡nvestigación.

86



La fase de ¡nvest¡gac¡ón por su parte, consiste en la etapa posterior a una denuncia o

aquella reaiizada de ofic¡o por parte de organismos de investigación estaial, es el

estadio donde se buscan las pruebas pertinentes para real¡zar formalmente, una

acusación y poder procesar a un ind¡viduo que se presume ha comet¡do alguna

conducta t¡pificada como delictiva en un ordenamiento iurídico.

La impun¡dad en esta fase opera por la falta de recursos para la invesi¡gación, la

congestión de las autor¡dades para investtgar, la no ¡dent¡f¡cación del autor de la

conducta o la corrupción intema. Continúa manifestando el Dr. Ambos en ésle sentido

lo s¡guiente: 'En la ¡mpunidad ¡nvest¡gativa, la responsabilidad recae sobre las

autor¡dades encargadas de investigar, en la ¡mpunidad por congestión en la justicia

estataf.s

La fase del proceso, en sentido estricto, corresponde en el momento desde que se

activa formalmente lo3 tr¡bunales de justicia con la acusación fomal, producto de las

dos fases anteriores, desde ese momento hasta que el juez dicta sentencia. La

impun¡dad ocurre, geneÍalmente, por la falta de pruebas incriminatorias, las leyes

procesales especiales, la congestión judic¡al, act¡vidad delictivá en contra de las partes

procesales, tamb¡én llamada impunidad del¡ciiva, o la propia corrupción judicial.

* 
AmOos, Kai, Ol. Cit. Pág. 37.* tbrd. Pás. 38.

87



,.es,
f ;'930o}; ? 

r'

v";l
Manif¡esta el Dr. Ambos: "...en el caso de la impunidad del¡ctuosa, por el contrario se "'l'
trata más de una forma fáctica de impunidad, ya que los corespond¡entes resultados

procesáles son obstaculizados a través de medidas coercitivas en contra de las partes

procesales".6T

La últ¡ma fuse corresponde a la fase de ejecución, es prec¡samente acá donde debe

hacerse valer la iustic¡a una vez que se confrmó por parte de autoridad competente la

comis¡ón y responsabil¡dad del hecho deliciivo achacable a un individuo determinado.

La impun¡dad se verá manifestada cuando ex¡st¡endo una sentenc¡a condenatoria no

llegue a ejecutarse por diversas razones o se ejecute en forma parcial o privilegiada,

dejando como efecto la no sanción del ¡líc¡to aún comprobado e individual¡zado éste por

los tribunales de justic¡a.

También, será man¡fiesta la impunidad en ésta fase cuando no éxista una adecuada

compensación y reparación deldaño hacia la víctima. Continúa el Dr. Ambos dic¡endo:

"Se puede hablar de una forma adicional de impunidad... en los casos que no exista

compensac¡ón y rehab¡litación de la vlctima... de acuerdo con esto la reparac¡ón

presupone el deber de perseguir y sancionar a los autores. La ¡mpun¡dad c¡ntraviene

d¡rectamente el deber de reparar adecuadamente toda vez que se haya ocasionado

una v¡olación a los derechos humanos"-s

67 Ambos, Kai. ob. c¡t. Pás. 39* rbrd. Pág. 39.
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Cada fase dentro de la impunidad procesal consiste en una cadena que

irremediablemente, se conecta mutuamente y que deriva en la no sanción que

caracteriza y def¡ne al fenómeno, ya sea por la falta de denuncia, investigación,

responsab¡lización del del¡ncuente o de ejecución adecuada de una sentencia

condenatoria. No queda demás mencionar que desde este punto de vista procesal la

impunidad se relac¡ona claramente con aspectos como la c¡fra negra, la conupción

jud¡cial y demás factores crim¡nológ¡cos que se exponen más adelante.

b.3) Cultural

El tercer supuesto de impunidad de hecho es lo que, el presente trabajo denom¡na

impunidad cultural, dicha categoría atiende a ¡a impunidad producto de la falta de

conc¡encia social, de denunc¡a de los ilícitos como fenómeno cultural, prop¡o de las

civ¡l¡zac¡ones latinoamer¡canas, donde la h¡stor¡a ha demostrado que por desgracia, se

está frente a pueblos sumisos, que ágachan la cabeza a sus gobernantes.

Una cultura de callar y olv¡dar las atrocidades cometidas, es quizá, el más peligroso

factor de hecho, que promueve la impunidad. La falta de coraje y de exigencia a

nuestras autoridades, conv¡erte a los países lat¡noamericanos en pueblos dóciles, y

merecedores hasia c¡erto grado, de impunidades y corrupciones ¡n¡mag¡nables. La

lucha contra la ¡mpunidad requiere necesar¡amente del reproche social del fenómeno.
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Al respecto, el pÍofesor Barahona ha expresado: "Como se ha dicho, el controt

c¡udadano ejercido med¡ánte el reproche y la fuerte sanción moral de la sociedad

deben ser el denominador común de toda estrategia de la lucha contra la corrupción e

impunidad'.5e

Acá las v¡ct¡mas, muchas veces, son también partícipes por omis¡ón. Callar las

injusticias de las heridas de una memoria h¡stórica plasmada de impun¡dades, es un

relo todavla en la mayoría de los países. La cultura del olv¡do es una de las peores

formas de ¡mpulsar la ¡mpunidad. Mientras los pueblos no decidan romper el silencio y

las ataduras frente a la denuncia y exigencia de justic¡a, la impunidad seguirá siendo un

fenómeno de magn¡tudes catastrófcas como hasta ahora. El mayor inconveniente es

que si un crimen no es castigado, la sociedad implícitamente lo absorbe como un acto

aprobado por el ius puniend¡. Y como consecuencia de esa ausencia del poder de

castigo oficial, deviene la falta de sanción moral por parte de la sociedad.

No puede deiarse pasar por alto el aspecto ét¡co, pues es de esperar que a un pueblo

no se le puede ped¡r que diga, haga y denuncie, si nunca se le ha enseñado a dudar de

lo que los demás d¡cen, hacen o dejan de hacer. El componente ético en este asunto

de la impun¡dad, devuelve al concepto de problema estructural, pues s¡ bien

juridicamente se está ante un supuesto de falta de castigo y just¡cia, el problema

trasciende lo legal. La cultura de la impun¡dad es, s¡n duda, un asunto de educación

ética y moral.

m Barahona Kruge¡, Pablo. Ob. Clt. Pág. 172.
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La falta de rendición de cuentas que encarna la fgura de la ¡mpunidad posee

repercusiones frente al futuro, asumir esa lucha es parte de la autoconc¡enc¡a

multifiactorial y multisectorial que logre incorporar una dimensión ético jurldica del deber

ser social, lmprescind¡ble resulta abarcar el fenómeno desde una óptica cultul.al, pues

aunque existan los mecanismos fomales y mater¡ales para combat¡r la impun¡dad, a

final de cuentas se requiere de la participación y exigenc¡a ciudadana.

4.2. lnmun¡dad como impun¡dad

La materia procesal es quizá la forma más preocupante en mater¡a de líneas

indiferenciadas, pues s¡ bien es cierto existen portillos legales sustanc¡ales a causa de

la poca claridad de las normas o la carencia de reglamentación de las mismas, es en el

proced¡m¡enio donde la inmunidad se convie¡te en caldo de cultivo perfec-to para dejar

conductas impunes, pues el ordenamiento jurídico nacional se ha encargado de

complicar el levantamiento del obstáculo procesal. A cont¡nuación deseamos tratar dos

temas importanles: la renunc¡a de la inmunidad y las implicaciones de la ¡nmun¡dad

como fuante de impunidad.

4,2,1. Renunc¡e de la inmunidad como mocan¡smo juridico conba la impunidad

La renuncia a la inmunidad es la manera de levantar el pr¡vilegio d¡plomático. Puede

darse en dos sentidos: la renunc¡a a la ¡nmun¡dad por parte del Estado acred¡lante y la

renuncia por parte del diplomático con autorización del Estado al que representa.
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Ambos supuestos tienen como fin quitar la inmunidad que cobija al func¡onario. el - -
Artículo 32 de la Convención de V¡ena sobre Relac¡ones Diplomáticas establece en el

pánafo primero, la posibilidad de renunc¡a a la inmunidad de iurisd¡cc¡ón por parte del

Estado acred¡tante y de las personas que la gocen. Cont¡núa el artículo regulando que

"...1a renunc¡a ha de ser siempre expresa," aunque en doctr¡na se ha dicho que en

materia civil, la renuncia puede ser tácita -posición que no se comparte, pues se

considera que su efecto produc¡rá consécuencias jurfd¡cas ¡mportantes y, por ello, debe

teneBe certeza de la misma-.

Tanto el Estado acreditante como el representanle están facultados para renunc¡ar a la

inmun¡dad. En ambos casos la renunc¡a debe pasar por el Ministerio de Relaciones

Exteriores para su veriticación. En el segundo supuesto, el diplomático por su propia

cuenta podría rcnunciar a su inmunidad, sin embargo s¡empre necesitará del

consentim¡ento del Estado acreditante, pues se supone que el priv¡legio delque disfruta

es en razón del cargo de represeniac¡ón del Estado y, por lo tanto, su renuncia

implicaría necesariamente el consentim¡ento del m¡smo.

Posición que en el caso de la inviolabil¡dad, ex¡ste esa supuesta pos¡b¡lidad de renuncia

por parte del diplomát¡co, pero tennina en nada cuando necesariamente requiere del

desafuero, borra implíc¡tamente la opción del diplomático de levantar su propia

inmunidad, pues requiere de esa aprobación por parte de¡ Estado que le da sus

credenc¡ales.
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En este sentido, establece Dumani y Guard¡a: 'Se ha aceptado la tes¡s de Or" "u"ndotq/
se trata deljefe de la mis¡ón, se hace necesar¡a la aprobación del gobiemo acreditante,

mientras que s¡ la renunc¡a proviene de cualquier otro m¡embro del personal de la

embajada, bastaria la autor¡zación expresa del jefe de la misión en su carác{er de

responsable legal de su Estado'.70

Si b¡en es cierto el que puede lo más puede lo menos, aplicable a contrar¡o sensu, acá

sería ¡lógico que el que se supone puede menos, proceda en ventaja, saltándose el

procedim¡ento del que puede lo más. El m¡smo Artículo de la Convenc¡ón, establece

claramente de que en el caso de las acciones c¡viles y administratlvas, debe

rcnunciarse no sólo para que éstas procedan, sino tamb¡én para poder ejecuiar elfallo.

Lo anterior resulta una traba absurda en el proced¡miento, pues si ya se renunc¡ó a la

inmunidad de jurisdicción ello contempla en foma implícita la ejecuc¡ón que pudiere

devenir de la sentencia a la cual se ha querido someter, y el requerimiento de una

nueva renuncia para la eiecución no es más que una pérdida de tiempo y un eventual

port¡llo para que esta quede impunej pues cabe la posibilidad que se lleve a cabo el

juicio, pero s¡ existe un ¡mped¡mento legal que prohíba la ejecución delfallo la labor de

la justic¡a puede quedar en nada, pues su cumplim¡ento se supedita a la mera voluntad

de la parte y, aún peor, al capricho del mismo Estado acred¡tante que debe volver a dar

su beneplácito.

70 Dumani, C. y Guardia, M. Ob. Cit. Pág. '122.
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Es preocupante la cort¡na de humo que se pGsenta como posibil¡dad de renunciar a la

¡nmunidad, que como pudo aprec¡arse, ya resulta el proced¡m¡ento per se complicado,

incluso para el mismo d¡plomático que así lo quisiere, pero, que igual depende de la

autorización utterior del Estado acreditante, y desboronandose aún más esa remota

opción, con la protecc¡ón, claramente una línea indiferenciada, de la doble renuncia

para la eiecución del fallo, de¡ando la justicia a la merced de la voluntad de la parte.

Bastante criticable, pues abre s¡n más un portillo a la impunidad.

4.2.2. lmplicacion€ de la inmunidad como impun¡dad

La confusión entre la inmunidad y la impun¡dad no es casual, no hay tal m¡steriosa

alquimia de co¡ncidenc¡as, el m¡smo efecto de la falta de sanción, independ¡entemente

de las iust¡f¡caciones incluso de rango constitucional que se den, deian en entredicho

privileg¡os que en muchas oportunidades se alejan del ¡nterés público, y se cobijan en

¡ntereses lesivos de carácter pr¡vado típicos de la ¡mpunidad. No es comprensible bajo

ninguna óptica que el ostentar una func¡ón pública pueda dar lugar a la v¡olación de un

derecho fundamental como lo es la justicia.

Tampoco es casualidad el vieio adagio que dice que el diablo se esconde en los

detalles, pues es, precisamente, la complejidad del tema de las inmunidades, su

escaso tratam¡ento y poco interés de estudio, lo que contribuye, en grán med¡da, a que

se pase por alto cualqu¡er confusión de efectos entre inmunidad e impun¡dad.
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No obstante, la c¡udadanía, poco a poco, ha ido perd¡endo ¡a fe en los gobernantes

sus privilegios -aún y siendo legales- pues la realidad ha sacado a relucir una serie de

situaciones que ponen al descub¡erto actuaciones ilegales entrelapadas en patrocinios

legales. Man¡f¡esta el profesor Barahona que "... las ¡nmun¡dades de los máximos

jerarcas de las inst¡tuciones democrát¡cas, ha ido perd¡endo cred¡bilidad en los tiempos

presentes, pues se reputan como refugios de impunidad para acluaciones ilegales, más

que como protecciones legítimas de las actuac¡ones discrecionales".Tl

A pesar de que los pueblos se están despertando, poco a poco, y adquiriendo

conciencia en tomo a la defensa bás¡ca de sus derechos, queda mucho camino por

andar en materia de ¡mpunidad como fenómeno cultural. Las implicaciones de las

inmun¡dades como impun¡dad trasc¡enden el ámbito de lo iuríd¡co, y se manif¡estan de

múltiples maneras en la soc¡edad. Algunas de esas implicaciones son:

a) Dosleg¡ümac¡ón de las insütucionss democ¡áücas

Existe un ¡nnegable retroceso en el estado de derecho, cuando la justic¡a es selecliva y

no todos son castigados y si lo son difieren las maneras. Nada es más peligroso pa¡a

un Estado que la deslegitimación de sus inst¡tuc¡ones, pues la credib¡lidad en la

democracia misma se v¡ene al suelo. Man¡f¡esta Eva Joly al respecto lo s¡gu¡ente:

"¿Qué democrac¡a puede sobreviv¡r si las élites han adqu¡rido, de facto, el poder de

violar la ley y la garantfa de quedar impunes?".72

ll Barahona Kruger. Pabto. Ob. Clt. Pág. 107.
'' Joly. Eva. lmpunH¡d Gn 1.9 ontr¡ñas del podeJ.Pág.12.
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Es lógico esperar una respuesta de esta indole cuando la impunidad se garantiza 
\-:y'

legalmente desde antes que se mmela la ¡ntracción. Es esperable el desprest¡g¡o de

las ¡nstituciones cuando la injust¡cia de la ¡mpunidad es la regla, y no como debería ser

en un estado de derecho, la excepc¡ón.

b) lnobservanc¡a de la ley

En tanto existan des¡gualdades que no se justif¡quen realmente en equilibrar pos¡ciones

o proteger un interés superior, las personas verán irrespetado su bloque de legal¡dad,

por un ttato diferenciado y cuya consecuencia en ocasiones agrede sus derechos. La

inobservancia de la ley es una respuesta dé la ciudadanía a la impun¡dad, que es una

forma de violentar así mismo la legit¡m¡dad (cuyo cumplimiento obligatorio se terg¡versa

facultaiivo). No se le puede ex¡gir cumplimiento y respeto de las leyes, si éstas no se

cumplen y respetan de igualfoma para todos. La ¡mpunidad que premia aldel¡to, no es

otra cosa que promotor de su repetición y un Estado que promueva cualquier forma de

impunidad, no posee la autoridad moral para exigir la observancia de la legalidad.

c) Violenc¡a institucionalizada

La falta de sanción de conductias ilícitas, cualquiera que sea su causa (normativa o

fáctica) resulta en una violencia sistémica inst¡tucionalizada. La ausencia o ¡nsufic¡encia

de cast¡go no es más que el reflejo de un Estado ineficaz e ¡ncapaz de garantizar un

derecho fundamental como lo es hacerjusticia.
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derechos

Ex¡ste v¡olencia inst¡tucionalizada cuando la misma ley perm¡te y promueve la

y, peor aún, cuando las m¡smas ¡nst¡tuc¡ones encargadas de hacer valer los

son las que los quebrantan por acción o por omisión.

d) Fomsnto a las d¡versas fo¡mas de corupclón

Es preciso recordar el binomio corrupción impunidad, al respecto el profesor Bamhona

ha escrito: 'La impunidad se considera como corrupción en sí misma... dado que el

aparato de justicia y demás funcionarios que deben aplicar el bloque de legal¡dad, se

abstienen de ejercer sus obligaciones al no prevenir, denunciar, ¡nvestigar, procesar y

condenar los aclos corruptos".73 Por ende, la impun¡dad producto de las inmun¡dades

debe cons¡derarse como conupción en sí misma, pues compone un abuso de poder y

su falta de castigo.

e) lncremEnto do la cultura del olvido

S¡ bien la sanción oficial es pr¡mord¡al en materia de impunidad, no hay nada peor para

un pueblo que la ausenc¡a de sanción moralde conductas reprochables. La indiféréncia

de la c¡udadanfa ante ¡mpun¡dades producto de promociones legales, no es más que la

aprobación ¡mplíc¡ta de la moralidad de éstas. Los niveles de tolerancia de los pueblos

.iamás deben rozar el olvido de las ¡njusticias producto de impun¡dades.

73 Barahona Kruger, Pablo. ob. cit. Pág. 138.
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No puede de¡arse pasar por alto el aspecto ético, pues es de esperar que a un pueblo 
\1:j/

no se le puede pedir que d¡ga y haga y denunc¡e, s¡ nunca se le ha enseñado a dudar

de lo que los demás dicen, hacen o dejan de hacer.

Muchas más son las implicac¡ones de estos dos fenómenos que se han estud¡ado a lo

largo de la presente ¡nvestigación, alcances de un problema integral que amerita

muchísimo más análisis y comprensión, restos que son parte de las conclusiones y

recomendaciones que se exponen a cont¡nuac¡ón.
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CONCLUSIONES

1. El tema de las inmunidades ha sido muy poco tratado por la doctr¡na y la leg¡slación

guatemalteca. Existen muchlsimos vacfos y confusiones en torno a la telaraña

juridica que representan los priv¡legios d¡plomát¡cos. Descu¡do o no, las

¡nmunidades así tratadas se @nvierten en caldo de cultivo perfecto para la

com¡sión de conductas ¡líc¡tas y su eventual falta de sanción.

2. Dentro del ordenamiento jurídico guatemalteco los privileg¡os d¡plomát¡cos no se

ana¡gan a fundamentos legales at¡nentes a la realidad soc¡o política de actualidad,

s¡no atienden a meros resabios de contextos extranjeros, que desfasados o no, se

aplican en forma automática, y s¡n atender condiciones preocupanbs de

fenómenos como la impunidad.

3. Las ¡nmunidades d¡plomáticas se requieren para el desempeño adecuado de

c¡ertas funciones públicas, pero su contenido no se encuentr:r debidamente

regulado en la legislac¡ón, puesto que se presta a lagunas nomativas, sin atender

realmente a intereses públicos de adecuada y responsable representación, y se

conv¡erten en meras prerogativas personales susceptibles de abuso e ¡mpunidad.
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4. Las inmun¡dades si bien amparadas a derecho,

los componentes ét¡ms que deben impregnar las conductas de todo func¡onario

diplomático. Reducir la impunidad al mero ámb¡to juríd¡co sería llegar al absurdo de

querer tapar el sol con un dedo e ignorar las posibles conduclas deplorables

producto de patrocinios legales.

5. En Guatemala no se respeta el estado de derecho, debido al silenc¡o del olvido por

la falta de participación ciudadana en la denunc¡a y en la exigenc¡a de

responsabilidades e igualdad de aplicación nomativa, y por otra parte, debido a la

falta de castigo y la injusticia.
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'1. El Estado de Guatemala debe comenzar por el aspecto de conciencia social,

educando a las personas acerca de los alcances de las leyes y los mecan¡smos

para ejercer el derecho a la just¡cia, implementar educación y concienc¡a de

denunc¡a, mentes críticas, así como las formas de hacer valer las ex¡gencias. Labor

que debe implementar mediante el s¡stema educat¡vo y sus ¡nstituciones de iust¡c¡a.

2. El Estado de Guatemala a través de sus inst¡tuciones y órganos, debe garant¡zar el

acceso a la justic¡a, sin omit¡r investigar o sanc¡onar, los actos ¡lícitos cometidos por

individuos que gozan de ¡nmun¡dad diplomática, porque quedan ¡ncólumes las

estructuras de criminalidad y se elude la responsabilidad penal de estos, tarea que

tamb¡én compete a la comunidad iniemacional y organismos internac¡onales.

3. Se enadique toda doclr¡na legal que so pretexto del ¡nterés func¡onal, se vale de

medios teniblemente desequilibrados para abusar de las prerrogat¡vas en

favorecimiento particular. Por tanto, el Congreso de la República de Guatemala,

med¡ante su función leg¡slat¡va, debe reformar el sistema d¡plomático pa€ evitar

abusos en ejercic¡o de las inmun¡dades y priv¡legios d¡plomáticos.
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formas de

El Congreso de la República de Guatemala debe lomar en cuenia en

¡nmunidades, planteamientos de pollt¡ca criminal para evitar posibles

criminalidad de élites y eventuales impun¡dades, así m¡smo, propuestas sanas que

protejan los pr¡vileg¡os d¡plomát¡cos en foma adecuada y no exces¡va, al tiempo

que debe sopesarse la importanc¡a de proteger la representatividad de los pueblos.

5. El Estado de Guatemala debe proponer a la Organización de las Nac¡ones Unidas

la renegoc¡ación del Conven¡o de Viena sobre lnmun¡dades D¡plomáticas de 1961,

esta últ¡ma tarea conesponde al Organismo Ejecutivo, a través de la Presidenc¡a

de la República y/o del Ministerio de Relac¡ones Exteriores, a efecto de que se

regulen adecuadamente las inmun¡dades y priv¡legios diplomáticos.
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ANEXO I

Un cáso de ¡mpun¡dad: l¡ inmunidad diplomáüca conced¡da al señor Carlos

Castresana, ex Comisionado de la Comis¡ón lntemacional contra la lmpunidad en

Guatemala (ClClG)

Con fecha doce de enero de dos mil d¡ez, durante el lranscurso de la mañana, desde la

sede del Hotel Barceló, ubicado en la zona nueve de la ciudad capital guatemalteca, el

Com¡sionado de la Com¡sión lntemacional contra la lmpunidad en Guatemala (en

adelaote CICIG), Carlos Castresana Femández, ofreció por ¡nstanc¡a y voluntad propia,

una conferencia de prensa a todos los medios de comunicación del país, dir¡gida a los

habitantes de la Reprlbl¡ca de Guatemala, ac,erca de la investigac¡ón y conclusiones de

la m¡sma, relac¡onada con el proceso penal dentro del cual se averigua la

responsab¡lidad penal de las personas que supuestamente ocasionaron mater¡al e

intelectualmente lá muerte v¡olenta del Abogado Rodrigo Rosenberg Marzano, hecho

ocunido el diez de mayo de dos mil nueve, a las ocho horas con d¡ez m¡nutos, en

avenida de las Américas y veint¡dós calle de la zona catorce, del municipio y

departamento de Guatemala.

Posteriormente, la misma presentación fue publicada en la pág¡na of¡cial de la CICIG

(www.cicig.org), s¡tio en el cual puede consultarse l¡b¡emente la ¡nformac¡ón en formato

PDF y de manera audiov¡sual, por cualquier persona en el mundo entero.
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proceso penal relac¡onado aún se encontraba en 'fase de ¡nvestigac¡ón', en

consecuencia, dicho proceso aún era de carácter "reservado' y podía ser consultado

única y exclusivamente por eljuez contralor de la investigac¡ón y las partes procesa¡es.

Tal y como lo estiablece elArtículo 314 del Código Procesal Penal, mismo que regula:

"Carácter de las actuaciones. Todos los actos de la ¡nvest¡gac¡ón serán reservados

para los extraños. Las actuaciones sólo podrán ser examinadas por el imputado, las

demás personas a quienes se les haya acordado ¡ntervención en el procedim¡€nto, los

defensores y los mandatiar¡os. No obstante, quienes tengan conoc¡m¡ento de las

actuac¡ones cumplidas durante la investigación, estarán obligados a guardar reserva.

Sin perjuicio de la responsabilidad penal que conesponda..."

El Artlculo pre citado regula varios aspectos fundamentales, ya que: a) circunscribe la

calidad que una persona debe tener para tener acceso a los actos de una

invest¡gac¡ón; b) taxativamente @nsidera extraños a quienes no llenan esas calidades

y los excluye del priv¡legio a accesar a ese t¡po de ¡nformación; c) establece que

cualquier persona que tenga conocimiento -por cualqu¡er circunstancia- de las

ac'tuaciones cumplidas, tiene la obligación de guardar la debida reserva; y, d) advierte

la posib¡l¡dad de ¡ncurrir en responsabilidad penal, en caso se quebrante el deber de

resefva.
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Sin embargo, d¡chos aspectos regulados por la norma en cuestión, iueron evidente,W
flagrante y manifiestamente vulnerados por el titular de la ClClG, Carlos Castresana

Femández, toda vez que faltó a la obligación de reservar datos de una investigac¡ón

penal activa, revelándolos a la total¡dad de la población guatemalteca a través de los

med¡os de comunicac¡ón, y poster¡ormente a todos los habitantes del planeta tierra a

través de una página web.

Quebrantando de ésta manera el derecho de las partes procesales de conocer

privilegiada y hermét¡camente el conten¡do de los ac{os de ¡nvest¡gación de un proceso

penal, que debe se[ del conocimiento exclusivo de las personas que tienen ¡as

calidades establecidas en el Artículo 314 del Código Procesal Penal. A todos los

demás, la ley en la materia los cons¡dera como extraños.

La Íeserva de las actuaciones está hondamente l¡gada al principio de presunción de

¡nocencia y al princip¡o de ¡ndependenc¡a jud¡c¡al. Ya que, de ser las actuac¡ones de

una ¡nvest¡gac¡ón del dom¡nio públ¡co, cualquier señalamiento presuntivo de

responsab¡l¡dad penal en conlra de un s¡ndicado, lo est¡gmat¡zaria ante el juicio

popular, sin antes haber s¡do ofdo y yencido en juicio, lo cual le causarla un grave daño

social. S¡n contar también que, los jueces del tribunal de sentencia y los iuzgadores de

los órganos competentes que conocerán en las ¡nstancias y cortes sub s¡gu¡entes a la

fase de investigación, prejuzgarán, al ¡gual que cualquier ciudadano común, acerca de

la responsab¡l¡dad penal del individuo, sin que ni siquiera se encuentre el proceso en

estado de conoc¡m¡ento para su análisis y resoluc¡ón of¡c¡al.
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Lo anter¡or subraya la relación que ex¡ste entre la reserva de ¡nformación y l" V

¡ndependenc¡a judicial, puesto que un juez cond¡c¡onado por la opinión pública deja de

ser ¡mparcial e independ¡ente.

En este sentido, el Artículo 7 del Cód¡go Procesal Penal regula: "lndependenc¡a e

impárc¡alidad. El juzgam¡ento y decisión de las causas penales se llevará a cabo por

jueces imparciales e independientes, sólo sometidos a la Constituc¡ón y a la ley".

En cónsecuencia, el titular de la CICIG Calos Castresana Fe|nández, a todas luces

transgredió los princip¡os de presunción de inocenc¡a e ¡ndependencia iudic¡al que

asisten a los sindicados del proceso dentro del cual s€ investigaba la muerte violenta

delAbogado Rodr¡go Rosenberg Maeano. Puesto que al revelar información reservada

para las partes procesales, hizo del conoc¡miento prlblico, imputaciones contundentes,

sin que las partes contra¡ias hayan tenido la oportun¡dad de refutar lo end¡lgado, dentro

del marco del debido proceso y l¡bre de cualqu¡er presión popular que sugest¡one el

criterio independ¡ente e imparcial de los juzgadores.

Cómplice de lo anterior es el ex Fiscal General de la República y Jefe del M¡nister¡o

Ptiblico, Abogado José Amílcar Velásquez Zátate, quien durante todo el transcurso de

la conferencia de prensa, en la cual el titular de la CICIG reveló información reservada

del caso Rosenberg, permaneció al lado del Com¡sionado, avalando de manera

expresa la ¡legalidad comet¡da por el conferencista.
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Todo esto, a pesar que al Minister¡o Público como

jefe superior de la misma, le corresponde velar por el estricto cumplimiento de las

leyes. En el presente caso, no solamente no veló por su estr¡cto cumplimiento, sino

además, el entonces Fiscal General de la República, al ¡gual que Carlos Castresana,

de foma priblica y flagrante, transgred¡ó la ley.

Al respecto, la Constituc¡ón Polít¡ca de la República de Guatemala, en su Artlculo 251

regula: "M¡n¡ster¡o Públ¡co. El min¡ster¡o Público es una institución auxiliar de la

adm¡nistración pública y de los tr¡bunales con funciones autónomas, cuyos f¡nes

pr¡ncipales son velar por el estricto cumpl¡mlento de las leyes del país...'.

El Código Procesal Penal, ¡egula en el Articulo '1. Def¡n¡ción. El Ministerio Público es

una inst¡tución con funciones autónomas, promueve la persecución penal y dir¡ge la

investigac¡ón de los del¡tos de acc¡ón pública; además de velar por el estricto

cumpl¡miento de las leyes del país. En el ejerc¡cio de esa función, el Min¡sterio Público

perseguirá la realización de la justic¡a, y actuará con objetividad, ¡mparc¡al¡dad y con

apego al princip¡o de legalidad, en los términos que la ley establece".

Código Procesal Penal,'Artfculo 7. Tratámiento como inocente. El M¡nisterio Públ¡co

únicamente podrá ¡nformar sobre el resultado de las invest¡gac¡ones siempre que no

vulnere el principio de inocencia, el derecho a la intimidad y la d¡gnidad de las

personas; además cu¡dará de no poner en pel¡gro las investigaciones que s€ real¡cen".
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Sin embargo, el asunto es mucho más serio todavia. Puesto que el titular de la CICIG y

el Jefe del Min¡sterio Priblico, más allá de vulnerar los princip¡os y garant¡as

constitucionales mencionados. Tamb¡én comet¡eron un delito flagrante de acc¡ón

pública, tip¡f¡cado en la Ley de Acceso a la lnfomación, el cual es penado

principalmente con pris¡ón de cinco a ocho años.

Toda vez que el cuerpo legal referido, regula no solamente qué información estatal

debe ser públ¡ca para la población como regla general, sino además, de foma

excepcional, qué información deber ser reservada. Conceptualizando como tal, la

informac¡ón públ¡ca cuyo acceso se encuentra temporalmente restringido por

disposición expresa de una ley.

En el presente caso, la ¡nfomac¡ón es: los actos de una ¡nvestigación; y Ia ley que así

lo especifica es: el Código Procesal Penal. Asimismo clasifica como reservada, la

información que, de difundirse, puede causar un serio periu¡cio o daño a las act¡vidades

de invest¡gac¡ón, prevenc¡ón o persecución de los delitos. Y, acaso no se ve

gravemente dañada la persecución penal de un delito, cuando lo3 juec$ dejan de ser

imparc¡ales. Todo lo anterior lo encontramos consignado en el texto de la Ley de

Acceso a la lnformac¡ón, en los siguientes Articulos:

'Artículo 1. Objeto de la Ley. La presente ley tiene por obieto:... 5. Establecer, a

manera de excepción y de manera limitativa, los supuestos en que se restrin¡a el

acceso a la infomación pública.'
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v'Artículo 2. Naturaleza. La presente ley es de orden público, de interés nac¡onal

ut¡l¡dad social;.,.'

"Articulo 9. Defin¡ciones. Para los efectos de la presente ley, se ent¡ende por:... 7.

lnfomac¡ón Reservada: Es la informac¡ón pública cuyo acceso se encuentra

temporalmente restringido por disposic¡ón expresa de una ley, o haya sido clasiticada

como tal, s¡guiendo el procedimiento establecido en la presente ley".

'Artículo 21. Límites del derecho de acceso a la infomación. El acceso a la información

pública será l¡m¡tado de acuerdo a lo establecido en la Constitución Política de la

República de Guatemala, la que por dispos¡ción expresa de una ley sea cons¡derada

confidencial, la ¡nformación clasif¡cada como reservada de conformidad con la presente

ley y las que de acuerdo a tratados o convenios internac¡onales rat¡ficados por el

Estado de Guatemala tengan cláusula de reserva".

'Artículo 23. lnformación reservada. Para los efectos de esta ley se cons¡dera

información reseryada la siguiente:... 4. Cuando la información que se difunda pueda

causar un serio perjuicio o daño a las aclividades de invest¡gac¡ón, prevención o

persecución de los delitos... 9. La que sea determinada como reservada por efecto de

otra ley".

Como puede notarse, para efectos de un proceso penal que se encontraba en fase de

invest¡gac¡ón, tiene serias repeÍcus¡ones no acatar este t¡po de normas imperat¡vas.
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oEl Articulo 67 del c¡tado cuerpo legal regula: 'Revelac¡ón de ¡nfomación coñfidencial

reservada. El servidor, funcionario o empleado ptlblico que revelare o facilitare

revelación de información de la que tenga conocimiento por razón del cargo y que por

disposic¡ón de ley o de la Const¡tuc¡ón Polít¡ca dé lá República de Guatemala sea

confdencial o reservada, seÉ sanc¡onado con pris¡ón de cinco a ocho años e

inhabilitación espec¡al por el doble de la pena impuesta y multa de cincuenta mil a cien

milquetzales.

La persona nacional o extranjera que teniendo la obligac¡ón de mantener en reserva o

confidencialidad datos que por d¡sposición de ley o de la ConstituciÓn Polít¡ca de la

Repúbl¡ca de Guatemala ¡ncurra en los hechos del páffafo anterior será sancionado de

la misma forma.

La sanc¡ón penal se aplicará sin pe¡u¡cio de las responsabilidades civiles

correspondientes y los daños y perju¡cios que se pudieran generar por la revelac¡ón de

la ¡nfomación conf¡dencial o reserváda".

En conclusión, el titular de la Comisión lnternacional contra la lmpunidad en

Guatemala, Cados Castresana Fernández, y el ex Fiscal General de la República, José

Amílcar Velásquez Zárate, abusando de su autoridad y cargo, cometieron, de foma

voluntar¡a, flagrante y hasta el momento ¡mpune, el del¡to de revelación de información

conf¡dencial o reservada. T¡po penal sancionado principalmente con pena de prisión. Al

haber divulgado a todos los habitantes del mundo, ¡nformación considerada como

reservada por la legislac¡ón nacional.

la
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Al titular de la CICIG le asiste la ¡nmunidad diplomática; el ex F¡scal ceneral de la 
Y9"¡ "-'"'

República ya no goza del derecho de anteju¡cio. En un estado de derecho, no puede ni

debe permitirse que inmunidad sea sinónimo de impunidad.

El Com¡s¡onado de ClClG, deb¡ó haber s¡do separado de la Organizac¡ón de las

Nac¡ones Unidas: además, la ONU, t¡ene el deber de renunc¡ar a la inmunidad de

Cados Castresana Femández, para que éste pueda ser perseguido penalmente por las

autor¡dades guatemaltecas. Puesto que ninguna persona que goce de ¡nmun¡dad es

superior a la ley ni debe abusar de los privilegios diplomáticos que le asisten como

Comis¡onado de la ClClG.

Ahora bien, respecto a los límites de la inmun¡dad diplomát¡ca del señor Carlos

Castresana, se efectúa el siguiente análisis:

En cuanlo al mandato de la ClClG, el Articulo'10 del Decreto 35-2007, por med¡o dél

cual se aprueba el Acuerdo entre la Organización de Nac¡ones Unidas y el Gobiemo de

Guatemala relat¡vo al Estable€imiento de una Comisión lntemac¡onal Contra la

lmpun¡dad en Guatemala, regula: "Privileg¡os e inmun¡dades del Comisionado/a y del

personal de la ClClG. 1. El Comisionado disfrutará de los privileg¡os e inmunidades,

exenciones y facilidades otorgados a los agentes diplomáticos de conformidad con la

Convención de Viena sobre Relac¡ones Diplomát¡cas de 1961 ..."

Y se just¡f¡ca abordar dicho instrumento normal¡vo, para establecer esos pr¡v¡legios.
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Al respecto, la Convención de Viena sobre Relac¡ones Diplomát¡cas, del '18 de abril

1961, la cualentró en v¡gor el 24 de abril de '1964, regula:

"Artículo 39. 1. Toda persona que tenga derecho a pr¡v¡legios e ¡nmunidades gozará de

ellos desde que penetre en el terr¡torio del Estado receptor para tomar posesiÓn de su

cargo o, si se encuentra ya en ese territorio, desde que su nombramiento haya sido

comun¡cado al Ministerio de Relaciones Exteriores o al M¡nisterio que se haya

convenido.

2. Cuando term¡nen las func¡ones de una persona que goce de privilegios e

¡nmunidades, tales privileg¡os e inmunidades @sarán normalmente en el momento en

que esa persona salga del pais o en el que expire el plazo razonable que le haya s¡do

conced¡do para permitirle sal¡r de é1, pero subsist¡rán hasta entonces, aún en caso de

conflicto armado. Sin embargo, no cesará la inmunidad respecto de los actos

real¡zados por tal peFona en el ejercic¡o de sus funciones como m¡embro de la misión.

3. El personal intemacional disfrutará de los priv¡legios e ¡nmunidades otorgados a los

expertos en misiones de las Nac¡ones Unidas de conformidad con el articulo Vl de la

Convención sobre Prerrogativas e lnmunidades de las Naciones Unidas..."

La ¡nmunidad diplomática del Comisionado de la CICIG es jurídicamente impenetrable

y v¡tal¡cia, siempre y cuando se refiera a actos realizados en ejercicio de sus funciones

como miembro de la Com¡sión.
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El señor Carlos Castresana Fernández, desempeñaba el cargo de Comisionado de la

ClClG, en calidad de Sub Secretario General de las Naciones Unidas, según un

comun¡cado de prensa de la ONU: "Guatemala, agosto 31 de 2009. El Secretario

General de las Naciones Unidas, Ban K¡-moon, en carta enviada el 27 de agosto del

presente, y dirigida al Comisionado de la ClClG, Carlos Castresana, le informa su

decis¡ón de renovar su nombramiento como Comis¡onado por un nuevo periodo de 2

años. Elcargo t¡ene el n¡velde Subsecretario Generalde las Naciones Unidas".Ta

Por otra parte, la Convención de Viena sobre Relaciones D¡plomáticas en el Artículo 31

inciso l, establece: "El agente diplomátim gozará de inmunidad de la jur¡sd¡cción penal

del Estado receptor. Gozará también de ¡nmun¡dad de su iurisdicción civil y

administrativa..."

Asl mismo, el Artículo 32 ¡nc¡so 1 del c¡tado instrumento normativo intemac¡onal,

establece: 'El Estado acred¡tante puede renunc¡ar a la inmunidad de jurisd¡cción de sus

agentes diplomáticos y de las personas que gocen de ¡nmunidad confome al Artículo

37.... 4. La inmunidad de jurisdicción de un agente d¡plomát¡co en el Esiado receptor

no le exime de la jutisdicción del Estado acreditante".

En este caso, se regula por parte de la citada Convención la renuncia de la ¡nmunidad,

que para efectos de la presente tes¡s es el principal mecen¡smo iuríd¡co contra la

impunidad.

7¡ Comunicado de prensa de la ONU OO7, 31 de agosto de 2009.
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Segu¡damente, dicho cuerpo legal regula en elArticulo 41 ¡nciso 1 "S¡n perjuicio de sus 
\-J{"iz

privilegios e inmun¡dades, todas las pers¡onas que gocen de esos pr¡vilegios e

¡nmun¡dades deberán respetar las leyes y reglamentos del Estado receptor. Tamb¡én

están obligados a no ¡nmiscuirse en los asuntos ¡nternos de ese Estado".

Este futiculo de la Convención de Viena establece claramente que el Com¡s¡onado de

la CICIG por el hecho de contar con inmunidad diplomát¡ca, ello no signif¡ca, que deba

o pueda violar el ordenamiento iurídico guatemalteco; y desde luego, tampoco deben

ex¡st¡r introm¡siones en la competencia intema del Eslado guatemalteco.

Por su parte, La Convención sobre Preffogat¡vas e lnmunidades

Unidas. Aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas,

de las

el 13

Nacionés

de febrero

de 1946, regula: "Secc¡ón 20. Las prenogativas e ¡nmun¡dades se otorgan a los

funcionarios en ¡nterés de las Nac¡ones Unidas y no en provecho de los propios

¡nd¡v¡duos. El Secretar¡o General tendrá el derecho y el deber de renunciar a la

¡nmunidad de cualquier funcionario, en cualquier caso en que según su propio criterio,

la ¡nmunidad ¡mp¡da el curso de la iusticia y pueda ser renunciada s¡n que se

perjud¡quen los intereses de las Nac¡ones Unidas. En el caso del Secretario General, el

Consejo de Seguridad tendrá el derecho de renunc¡ar a la ¡nmunidad".

Claramente lo que esta Convención regula es que la ¡nmun¡dad no le es conferida al

d¡plomát¡co en su propio ¡nterés, sino en el interés de sus func¡ones, Por lo que se

reafirma que la inviolab¡l¡dad de la persona del diplomático tiene sus límites.
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Segu¡damente, dicho instrumento normativo internac¡onal establece: "Secc¡ón 21. Las ---

Naciones Unidas cooperarán siempre con las autoridades competentes de los

Miembros para facilitar la admin¡stración adecuada de justicia, velar por el cumpl¡miento

de las ordenanzas de pol¡cía y ev¡tar qle ocurran abusos en relac¡ón con las

prerrogalivas, inmun¡dades y facilidades mencionadas en este artículo'.

De todo lo anter¡or se concluye lo s¡guiente:

l. El Com¡sionado de la ClClG, goza de las mismas inmunidades de un agente

diplomát¡co.

ll. El Estado acred¡tante puede renunciar a la inmunidad de jur¡sdicción de sus

agentes diplomáticos.

lll. En el caso del Comisionado de la ClClG, no se trata de un Estado s¡no de una

organ¡zación acreditante, es decir la ONU.

lV. En consecuencia, la ONU puede renunciar a la ¡nmunidad del Comisionado de la

ClClG, toda vez que no desempeñó sus funciones con apego a las leyes del país y

se inmiscuyó en asuntos de Esiado (elecc¡ón de Magistrados y Fiscal General -
públicamente documentado-).

V. El Secretario General de las Naciones Unidas (en la época de ésta investigación) es

Ban Ki-moon.

Vl. La ONU debe cooperar s¡empre con Guatemala, para procesar a los miembros de la

CICIG que hayan abusado de sus privileg¡os e inmunidades para cometer delitos y

func¡ones que no les conesponden, como es el caso del señor Carlos Castresana.

117



ffi$

118



,'"Gl$x
ii:'9üñr¡l'*i. -"*V

':";:_:),ANEXO II

El error común de ci€er que el su6lo de las ombajadas os territo¡¡o extraniero

La parte del terr¡tor¡o donde están f¡ncadas las embajadas no const¡tuye una extens¡ón

del suelo del Estado acreditante (visitante).S¡no más b¡en, lo que existe es una

obligación de rcspetar y proteger los locales de la m¡sión, pero esto no implica una

extensión terr¡tor¡al.

Al respecto la Convención de V¡ena sobre Relac¡ones D¡plomáticas regula:

"Artículo 22. 1. Los locales de la mis¡ón son ¡nv¡olables. Los agentes del Esiado

receptor no podÉn penetrar en ellos sin consentim¡ento deljefe de la m¡sión.

2. El Estado receptor t¡ene la obl¡gac¡ón espec¡al de adoptar todas las medidas

adecuadas para proteger los locales de la mislón contra toda intrusión o daño y evitar

que se turbe la tranquilidad de la m¡sión o se atente contra su dignidad.

3. Los locales de la misión, su mobiliario y demás bienes situados en ellos, así como

los medios de transporte de la misión, no podrán ser objeto de ningún reg¡stro, requ¡sa,

embargo o med¡da de eiecuc¡ón".

Además, s¡ la parte del territorio donde está f¡ncáda una mis¡ón se considerara una

extensión territorial del Estado acreditante, se vulneraría la Constituc¡ón Polftica de la

República de Guatemala.
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por su suelo y subsuelo; por lo cual, no hay excepc¡ones al respeclo. Lo que existe es

un pacto mutuo de respeto a los locales de la m¡sión, por ser un inmueble necesar¡o

para cumpl¡r las func¡ones ofic¡ales de la misma. Bás¡camente, este es un pr¡vilogio a

favor del Estado acrditante, pero la ¡nviolabil¡dad a los locales de la misión, desde

luego, dicho sea de paso, es independiente a la persona deldiplomát¡co.

En este sentido, la Constitución Polft¡ca de la República de Guatemala, en el Artlculo

142 rcgula: "De la soberanía y el territorio. El Estado ejerce plena soberanfa, sobre:

a. El territor¡o nacional integrado por su suelo, subsuelo, aguas inter¡ores, el mar

territorial en la efens¡ón que fia la ley y el espacio aéreo que se extiende sobre los

mismoS.

b. La zona contigua del mar adyacente al mar ter¡torial, para el eiercicio de

determ¡nadas act¡vidades reconoc¡das por el derecho ¡ntemacionali y

c. Los Gcursos naturales y v¡vos del lecho y subsuelo mar¡nos y los existentes en las

aguas adyacentes a las costas fuera del mar teffitorial, que @nst¡tuyen la zona

económica exclusiva, en la extensión que füa la ley, conforme la pÉctica internac¡onal".

Por tanto, es necesario desm¡tificar el reiterado criter¡o de que el lugar donde se

encuentran fincadas las embaiadas es territorio efranjero del Estado acreditante.

Puesto que como se ha demostrado normativamente, ial percepción no es cierta,
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